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I) NOVEDADES NORMATIVAS

El periodo de tiempo considerado para  la emisión de este informe es el de la publicación de las novedades normativas  en los Boletines Oficiales  del Estado y de las Comunidades Autónomas entre el 1 de febrero y el 15 de junio de 2009. 

1.- ESTADO

· Orden VIV/984/2009, de 15 de abril, por la que se modifican determinados documentos básicos del Código Técnico de la Edificación aprobados por el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, y el Real Decreto 1371/2007, de 19  de octubre. (BOE  23/04/2009).

Con posterioridad a la aprobación del CTE, se dictó el Real Decreto 1371/2007, de 19 de octubre, mediante el que se aprobó el Documento Básico DB-HR de protección frente al ruido del CTE y se modificó el Real Decreto 314/2006. 

La Disposición Final Tercera del Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, habilita al Ministerio de Vivienda para que apruebe, mediante Orden Ministerial, las modificaciones y revisiones de los Documentos Básicos del CTE que sean necesarias.

La modificación tiene como finalidad hacer más clara y precisa la aplicación a situaciones reales, adaptando el CTE al avance del conocimiento y al progreso técnico, tal y como encomienda la ley 38/1999, de ordenación de la edificación.  

2.- COMUNIDADES AUTONOMAS

A) PAIS VASCO

· Orden de 12 de febrero de 2009, del Consejero de Vivienda y Asuntos Sociales, por la que se aprueban las Ordenanzas de diseño de viviendas de protección oficial. (BOPV 03/03/2009). Publicada corrección de errores por Orden de fecha 11/03/2009 en el BOPV de 12/05/2009).

El nuevo marco normativo surgido tras la aprobación del Código Técnico de la Edificación (CTE) por Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, justifica el dictado de dicha Orden al entender que se da una redundancia de normas que llegan en algunos aspectos a entrar en contradicción, por lo que se considera necesaria la actualización de las normas de diseño de las viviendas de protección oficial, eliminado aspectos ya recogidos por el Código Técnico por ser de obligado cumplimiento para los edificios, incluidas las instalaciones para satisfacer los requisitos básicos de seguridad y habitabilidad.

(
Norma Foral 6/2008, de 23 de diciembre, por la que se modifica la Norma Foral 6/2007, de 10 de abril, reguladora de las entidades de ámbito supramunicipal del territorio histórico de Guipúzcoa (BOPV 04/03/2009).

La Norma Foral 6/2007 regula en su título I las mancomunidades  a las que define como asociaciones voluntarias de municipios para el establecimiento, gestión y ejecución de obras y para la prestación de servicios determinados de su competencia. Les reconoce la naturaleza de entidades locales con personalidad y capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines específicos, que se rigen por sus estatutos propios.

La modificación que se lleva a cabo en virtud de la presente Norma Foral tiene por objeto hacer posible que las mancomunidades puedan ostentar la potestad expropiatoria, que hasta ahora estaba atribuida al municipio donde radicaran los bienes de necesaria ocupación o a la Diputación Foral si radicasen en varios, potestad que, en cualquier caso, habría de ejercerse a petición y en beneficio de la mancomunidad.

(
Decreto 61/2009, de 10 de marzo, de tercera modificación del Decreto 316/2002, de 30 de diciembre, por el que se promueve e impulsa el programa de vivienda vacía, se establece su régimen jurídico y se encomienda su gestión a la sociedad pública de Gestión de Viviendas de alquiler. (BOPV 26/03/2009).

B) CATALUÑA

· Ley 3/2009, de 10 de marzo, de regularización y mejora de urbanizaciones con déficits urbanísticos. (DOGC 19/03/2009).

En el Preámbulo de la Ley se indica que en los años sesenta y setenta se promovieron en Cataluña un gran número de urbanizaciones en suelo rústico destinadas, inicialmente, a segunda residencia que fueron ejecutadas sin el adecuado proceso de planeamiento urbanístico, previsión de servicios, saneamiento etc.… que, a la postre, comportaban de hecho la ilegalidad de la promoción.

Pues bien, la presente ley tiene por objeto hacer frente a dicha problemática y facilitar los procesos de regularización definitiva de las urbanizaciones, entendida, según el caso, en términos de consolidación o de reducción total o parcial de las mismas.

Resulta de aplicación a las urbanizaciones que cumplan los siguientes requisitos: estar integradas mayoritariamente por edificaciones aisladas destinadas a viviendas unifamiliares; que carezcan, total o parcialmente, de obras de urbanización, o de dotación de servicios urbanísticos; o que disponiendo de dichas obras de urbanización, éstas no hayan sido objeto de recepción por parte del Ayuntamiento respectivo y; que se hayan implantado en el territorio entre la entrada en vigor de la ley del suelo y ordenación urbana de 12 de mayo de 1956 y la entrada en vigor de la ley 9/1981, de 18 de noviembre, de protección de la legalidad urbanística.

Las urbanizaciones situadas en suelo clasificado como no urbanizable sólo pueden ser regularizadas si un plan de ordenación urbana municipal modifica su clasificación urbanística.

En ningún caso pueden ser objeto de consolidación las urbanizaciones situadas en suelo no urbanizable de especial protección ni las situadas en otros tipos de suelo si lo impide el plan territorial  o un plan director urbanístico. 

.

(
Ley 6/2009, de 28 de abril, de evaluación ambiental de planes y programas. (DOGC 07/05/2009).

La presente ley quiere ofrecer el marco normativo adecuado que pueda hacer posible en Cataluña la evaluación de planes y programas con incidencia ambiental.

Como se señala en el Preámbulo, la ley parte del principio de responsabilidad compartida. Promueve la colaboración estrecha entre el promotor, el órgano competente por razón de la materia y el órgano ambiental. Asimismo, garantiza un papel activo del promotor no únicamente en lo que concierne a la elaboración de los planes y programas y su seguimiento sino también en las demás fases del procedimiento de evaluación ambiental, procedimiento que se simplifica. 

En el artículo 5 se establece que están sometidos a evaluación ambiental, entre otros, los planes y programas relacionados en el anexo I.

En lo que atañe al ámbito urbanístico están sometidos los instrumentos de planeamiento territorial (plan territorial general, los planes territoriales parciales, los planes directores territoriales, otros planes sectoriales no especificados en el apartado 3 y los planes comarcales de montaña) y los instrumentos de planeamiento urbanístico (planes de ordenación urbanística municipal; los planes parciales urbanísticos de delimitación y el planeamiento urbanístico derivado en los supuestos que concreta).

También deben someterse las modificaciones de dichos instrumentos en los casos que se especifican en el artículo 7: las modificaciones del planeamiento urbanístico general que alteren la clasificación del suelo no urbanizable o que alteren su calificación, en éste último caso, sí las nuevas calificaciones comportan la admisión de nuevos usos o de más intensidades de uso respecto de la ordenación que se modifica; las demás modificaciones de los planes de ordenación urbanística municipal que constituyan modificaciones sustanciales de las estrategias, directrices y propuestas o de la cronología del plan que produzcan diferencias apreciables en las características de los efectos previstos sobre el medio ambiente, salvo las que afecten únicamente al suelo urbano.

Las citadas modificaciones no están sujetas a evaluación ambiental si, por las características que tienen  y la poca entidad, se constata, sin necesidad de estudios y otros trabajos adicionales, que no pueden producir efectos significativos en el medio ambiente.

La Disposición Adicional Quinta de la Ley se dedica a la evaluación ambiental del planeamiento urbanístico indicando que se regula por la legislación urbanística en los aspectos relativos al contenido del informe de sostenibilidad ambiental y su procedimiento, sin perjuicio de las siguientes peculiaridades procedimentales: el avance de los planes urbanísticos sujetos debe enviarse simultáneamente al órgano ambiental y al departamento competente en materia de urbanismo; el órgano ambiental debe realizar las consultas sobre el alcance del informe de sostenibilidad ambiental y la notificación al promotor del documento de referencia en el plazo de dos meses. El órgano promotor del plan puede realizar estas consultas si forma parte de la Administración de la Generalidad y lo comunica previamente al órgano ambiental; el departamento competente en materia de urbanismo debe entregar, en el plazo de un mes, un informe urbanístico y territorial que incluya la valoración de la adecuación del avance del plan a la legislación urbanística vigente, a las directrices del planeamiento territorial y a los criterios de desarrollo urbanístico sostenible, que debe incorporarse como anexo al documento de referencia. Por último se establece que son aplicables a los planes urbanísticos que han seguido una evaluación ambiental las exigencias de publicidad que establece el artículo 28, además de las que establece la legislación urbanística. 

(
Decreto 80/2009, de 19 de mayo, por el que se establece el régimen jurídico de las viviendas destinadas a hacer efectivo el derecho de realojamiento, y se modifica el reglamento de la Ley de urbanismo con respecto al derecho de realojamiento. (DOGC 21/05/2009). 

Las actuaciones urbanísticas, tanto ejecutadas por el sistema de reparcelación tanto como las llevadas a cabo por el sistema de expropiación, pueden afectar especialmente al derecho a la vivienda, más allá de los bienes y derechos indemnizables económicamente.

La principal novedad de este Decreto es la creación de la vivienda para los afectados urbanísticos (HAUS) que es una nueva tipología de vivienda de protección oficial destinada al realojamiento.

C) GALICIA

· Decreto 42/2009, de 21 de enero, por el que se regula la certificación energética de edificios de nueva construcción en la Comunidad Autónoma de Galicia. (DOG 05/03/2009).

En el ámbito de las competencias de desarrollo legislativo que corresponde a las Comunidades Autónomas, este Decreto desarrolla el Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de los edificios de nueva construcción y resulta de aplicación tanto a los nuevos construidos como a las modificaciones, reformas o rehabilitaciones de edificios existentes, con una superficie útil superior a 1.000 m2 donde se renueve más del 25% del total de sus cerramientos.

El certificado de eficiencia energética del proyecto debe formar parte obligatoriamente del proyecto de ejecución y ser anexado a la documentación necesaria para la solicitud de licencia de primera ocupación.  

(
Orden de 14 de mayo de 2009 de la Consejería de Medio Ambiente, Territorio e Infraestructuras por la que se acuerda la suspensión cautelar previa a la aprobación inicial del Plan de Ordenación del litoral de Galicia. (DOG 15/05/2009). 

D) ANDALUCIA

· Decreto-Ley 1/2009, de 24 de febrero, por el que se adoptan medidas urgentes de carácter administrativo. (BOJA 27/02/2009).

Una de las modificaciones normativas (las otras dos afectan al procedimiento de contratación y a la gestión presupuestaria) objeto del Decreto-Ley, se refiere a la ley 9/2001, de 12 de julio, por la que se establece el sentido del silencio administrativo y los plazos de determinados procedimientos. 

En materia urbanística afecta a los procedimientos de protección de la legalidad, al sancionador y a los desahucios administrativos de viviendas de protección pública cuyos plazos para resolución y notificación se establecen en 12 meses.

En cuanto a los procedimientos con efectos desestimatorios, afecta a la declaración de ruina, la calificación definitiva de viviendas protegidas y a la autorización al promotor para recibir cantidades a cuenta que entrega el adquirente de una vivienda protegida.

Este Decreto-Ley incluye, asimismo, una modificación de la ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico de Andalucía, con el fin de agilizar el procedimiento de emisión de informes en las autorizaciones para la realización de intervenciones en determinados bienes afectados por la declaración de  interés cultural.

G) LA RIOJA

(
Decreto 20/2009, de 3 de abril, por el que se regula el procedimiento administrativo de evaluación ambiental de Planes y Programas. (BOR 15/04/2009). 

La ley 5/2002, de 8 de octubre, de protección del medio ambiente de la Rioja reguló en su Título I la intervención administrativa ambiental.

Con posterioridad, el Estado aprobó la ley 9/2006, de 28 de abril sobre evaluación de los efectos de  determinados planes y programas en el medio ambiente que supuso la incorporación a nuestro derecho interno de la Directiva 2001/42/CE. Dicha ley, que tiene el carácter de básica, introdujo en la legislación española la evaluación ambiental de planes y programas, también conocida como evaluación ambiental estratégica. 

Asimismo, el artículo 40.3 de la ley 5/2008, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas para el año 2009, derogó expresamente la Disposición Adicional Quinta de la Ley 5/2006, de 2 de mayo, de ordenación del territorio y urbanismo de la Rioja, que contemplaba la evaluación ambiental del planeamiento ambiental territorial urbanístico.

Por lo tanto y, teniendo en cuenta dicho marco normativo, se aprueba el presente Decreto que regula específicamente el procedimiento de evaluación ambiental de planes y programas haciendo especial hincapié, en el Capítulo II, al procedimiento de evaluación ambiental del planeamiento urbanístico y de los instrumentos de ordenación del territorio incluidas sus modificaciones, revisiones y planeamiento de desarrollo. 

En dicho capítulo II se hace referencia tanto a los supuestos que deben someterse obligatoriamente a evaluación ambiental, como a aquellos cuyo sometimiento se debe consultar al órgano ambiental, decidiendo éste su sometimiento o no con arreglo a los criterios recogidos en el Anexo II del Decreto. 

En el Anexo II se determina la amplitud y nivel de detalle del informe de sostenibilidad ambiental, los criterios ambientales estratégicos, los indicadores de los objetivos ambientales y principios de sostenibilidad del planeamiento urbanístico e instrumentos de ordenación del territorio sometidos al procedimiento de evaluación ambiental.

Por último, el Anexo IV establece qué Administraciones Públicas afectadas y público interesado deben ser consultadas en el procedimiento de evaluación ambiental del planeamiento. 

(
Decreto 22/2009, de 8 de mayo, por el que se aprueba el Plan de Vivienda de La Rioja 2009-2012. (BOR 13/05/2009).

La figura autonómica propia en este Plan es la vivienda protegida de régimen general para arrendamiento a cinco años con opción de compra, que ya existía en el plan de vivienda anterior pero que se refuerza al duplicar las ayudas a los promotores y al fijar para los arrendatarios una renta máxima de 3,3 euros por m2 de superficie útil en todo el territorio de la Comunidad. 

Ofrece, además la oportunidad de comprar la vivienda tras cinco años de alquiler deduciendo del precio de compra de la vivienda el 50% de las cantidades desembolsadas durante el arrendamiento en concepto de alquiler. 

Como medida específica para facilitar la salida al mercado de viviendas protegidas calificadas para venta terminadas y actualmente desocupadas, el plan permite ofrecer en arrendamiento a  25 o 10 años y, en arrendamiento autonómico a 5 años con opción de compra, las viviendas protegidas de nueva construcción con destino a venta calificadas por el plan de vivienda anterior 2005-2008. Esta medida se contempla de manera transitoria hasta el 31 de diciembre de 2009 si bien se prevé su eventual ampliación.

Debe también destacarse la aprobación mediante este Decreto de dos medidas especiales en materia de alquiler para afrontar la crisis económica y del sector inmobiliario que tienen vigencia hasta el 31 de diciembre de 2010.

La primera va dirigida a quienes han perdido su vivienda habitual por imposibilidad de pago derivada de una alteración sustancial de la situación económica y laboral de la unidad familiar, sobrevenida y ajena a su voluntad y, que además no cumplen los requisitos para obtener la renta básica de emancipación ni las ayudas a inquilinos previstas. La ayuda asciende al 50% del precio del alquiler con un máximo de 250 euros/mes y se concede por dos años.

La segunda tiene como beneficiarios a los promotores y pretende fomentar el alquiler a precios asequibles, inferiores a los de mercado y dar salida a las viviendas libres existentes terminadas que se encuentran desocupadas por falta de comprador. El importe de la ayuda se fija en 900 euros por vivienda y año y se concede por un periodo de tres años. Para obtener esta ayuda la renta mensual máxima de la vivienda no puede superar los 5 euros/m2 de superficie útil. 

Además de las medidas que contempla para incentivar las actuaciones de rehabilitación de viviendas y edificios, con este Decreto desaparece la repercusión máxima de suelo y urbanización en el precio máximo legal de referencia para las promociones de viviendas protegidas en arrendamiento autonómico a cinco años con opción de compra y para las promociones en arrendamiento a 25 o 10 años, de forma que no existan límites por razón de precio para destinar suelos a la promoción de vivienda protegida en alquiler, en cualquiera de sus posibles modalidades. 

Por último, desaparece la vivienda protegida de precio pactado al considerar que esta tipología ha perdido utilidad práctica por el ajuste a la baja del precio de la vivienda libre.

(
Orden 1/2009, de 22 de mayo, de la consejería de Vivienda y Obras Públicas por la que se desarrolla el Decreto 22/2009, de 8 de mayo que aprueba el Plan de Vivienda de la Rioja 2009-2012. (BOR 27/05/2009).

H) MURCIA

(
Ley 4/2009, de 14 de mayo, de Protección Ambiental Integrada. (BORM 22/05/2009).

La ley introduce una nueva regulación teniendo en cuenta tanto la legislación europea como la estatal en la materia.

Tiene un marcado contenido procedimental, dirigido a hacer realidad la integración y simplificación de trámites, para corregir la dispersión originada por el excesivo número de normas reguladoras de los procedimientos y autorizaciones con fines ambientales.

Se establece claramente cuál es la administración encargada de impulsar e instruir en cada momento el procedimiento integrado, sin perjuicio de las competencias del resto de las administraciones, que se canalizan a través de informes y otras formas de participación.

A este fin, la ley distingue tres grandes tipos de actividades cuya autorización tiene un tratamiento jurídico diferente: las actividades sujetas a autorización ambiental integrada, las sujetas a la nueva autorización ambiental única y las sometidas a licencia de actividad.

Como actividades sujetas a autorización ambiental integrada se mantienen las previstas en la legislación estatal. Se sujetan a autorización ambiental única, las actividades e instalaciones no sometidas a autorización ambiental integrada, pero sí a evaluación de impacto ambiental, o bien a alguna de las autorizaciones ambientales específicas de competencia autonómica y, un tercer tipo son las actividades no sujetas a autorizaciones autonómicas que se someten a la licencia municipal de actividad.

La ley mantiene la categoría tradicional de las actividades exentas o inocuas, en las que la solicitud de licencia ha de resolverse en tres meses como máximo, tras los cuales se entiende concedida. Se permite que los Ayuntamientos puedan sustituir la licencia por una comunicación previa que habilitará directamente para comenzar la actividad.

I) VALENCIA

(
Decreto 55/2009, de 17 de abril, del Consejo, por el que se aprueba el certificado final de obra. (DOCV 21/04/2009). Publicada corrección de errores en el DOCV 22/04/2009.

Este Decreto tiene por objeto la regulación del certificado final de obra de acuerdo con lo establecido en la Ley 3/2004, de 30 de junio, de la Generalidad, de ordenación y fomento de la calidad de la edificación y supone el desplazamiento en el ámbito de la Comunidad Autónoma Valenciana de la Orden estatal de 28 de enero de 1972.

Resulta exigible a todo tipo de edificios y para toda obra de edificación de nueva planta, de ampliación, modificación, reforma o rehabilitación de edificios existentes, o en edificaciones catalogadas o protegidas.

El certificado final de obra debe expresar el cumplimiento de las siguientes condiciones: a) el ajuste de la obra al proyecto de ejecución y a las eventuales modificaciones; b) la justificación del cumplimiento del nivel de calidad previsto en el proyecto, mediante el libro de gestión de calidad de la obra; c) la suficiencia de los servicios urbanísticos exigibles según la licencia concedida y la conexión con las redes de infraestructuras correspondientes y, en su caso, las garantías necesarias para la reposición de los servicios e infraestructuras afectados provisionalmente y d) la disponibilidad de la obra para ser destinada al fin para el que se construyó, siempre que fuere conservada según la correspondiente documentación de uso y mantenimiento.

(
Decreto 66/2009, de 15 de mayo, del Consejo, por el que se aprueba el Plan Autonómico de Vivienda de la Comunidad Valenciana 2009-2012. (DOCV 19/05/2009).

J) ARAGON

· Decreto 13/2009, de 10 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento que regula los seguros de responsabilidad civil en materia de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma  de Aragón. (BOA 23/02/2009).

Este Decreto responde, fundamentalmente, al desarrollo normativo de los artículos 8 y 27.l) de la ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas  y establecimientos públicos en la Comunidad Autónoma.

En dichos preceptos se establece la obligatoriedad de que previamente al inicio del espectáculo, actividad o apertura del establecimiento, los titulares de las correspondientes autorizaciones o licencias suscriban y mantengan un contrato de seguro de responsabilidad civil por daños al público asistente o a terceros por la actividad desarrollada, en los términos que se establezca reglamentariamente.

El Decreto, tal y como se establece en la disposición final segunda, entra en vigor el 1 de octubre de 2009 y la acreditación de su contratación debe ser aportada a la administración competente para el otorgamiento de la licencia o autorización con carácter previo a la apertura del establecimiento o al inicio del espectáculo o actividad.

(
Ley 1/2009, de 30 de marzo, del Consejo Consultivo de Aragón. (BOA 08/04/2009).

Esta Ley en su artículo 15.11 establece que el Consejo Consultivo será consultado preceptivamente en los supuestos de modificaciones de los instrumentos de planeamiento urbanístico regulados por la ley cuando tuvieran por objeto una diferente zonificación o uso urbanístico de suelo no urbanizable especial o de los espacios verdes y libres de dominio público previstos en el plan.

Lo dispuesto en la misma respondía a la previsión establecida en el artículo 74.2 de la LUA de 1999. No obstante, debe tenerse en cuenta que ley de urbanismo de Aragón recientemente aprobada elimina el informe previo del Consejo Consultivo en el artículo 79.3.

La Disposición Derogatoria Primera de la recientemente aprobada Ley de Urbanismo de Aragón en su apartado d) establece que queda derogado expresamente el apartado undécimo del artículo 15 de la ley 1/2009, de 30 de marzo, del Consejo Consultivo de Aragón.

Señalar que al artículo 79.3 del proyecto de ley se presentaron dos enmiendas por parte de los grupos parlamentarios del Partido Popular y de Chunta Aragonesista en el sentido de añadir al final del artículo 79.3 el siguiente inciso “…Así como el previo informe del Consejo Consultivo”, enmiendas, que obviamente, fueron rechazadas. 

(
Decreto-Ley 1/2009, de 14 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan Especial de dinamización del sector de la vivienda y se autoriza la prestación de avales por el Gobierno de Aragón. (BOA 17/04/2009). 

El plan especial de dinamización gira en torno a la denominada vivienda garantizada que podrá ser toda aquella vivienda libre o protegida que cumpla las condiciones de promoción, precio y transmisión para ella establecidas en el propio Decreto-Ley. 

Además se permite, transitoriamente, la calificación como protegidas de viviendas iniciadas como libres o la financiación de su transmisión como viviendas usadas hasta diciembre de 2009.

La Administración de la Comunidad prevé la firma de convenios con las entidades financieras que deseen adherirse al sistema y con los restantes operadores del sector y prestará avales y los recursos disponibles en las condiciones establecidas en relación con las transacciones de vivienda garantizada, libre o protegida, que se realicen durante su vigencia, que está limitada al transcurso de dos años o a la prestación de avales por la totalidad del importe autorizado (90 millones de euros durante el año 2009).

Podrán ser declaradas viviendas garantizadas, las viviendas libres cuyas obras se iniciaron en virtud de licencia de obras obtenida con posterioridad a 1 de enero de 2006 y antes de la entrada en vigor del Decreto-Ley (18 de abril de 2009) que en ésta última fecha no hayan sido objeto de transmisión y las viviendas libres que constituyan o hayan constituido residencia habitual de unidades familiares que adquirieron, con posterioridad al 1 de enero de 2006 y antes de la entrada en vigor del Decreto-Ley, otra vivienda para trasladar directamente a la misma su residencia habitual, siempre que el producto de la venta de la vivienda originaria haya de reinvertirse en la compra de la segunda.

El régimen jurídico de las viviendas garantizadas comporta la sujeción a los precios y rentas máximos que se establecen en el Anexo del Decreto-Ley durante el periodo de garantía (10 años desde su declaración); la obtención de financiación por sus adquirentes o arrendatarios en el marco de los convenios que celebren el Gobierno de Aragón y las entidades financieras; la prestación de aval por el Gobierno de Aragón, por plazo máximo de 10 años desde la adquisición o primer contrato de arrendamiento y por importe no superior al 10% del precio de compraventa y la aplicación del régimen de declaración establecido.

De otro lado, como ya hemos indicado, el Decreto-Ley contempla la posibilidad de calificar viviendas libres como protegidas. Así, en el artículo 17 se estipula que los promotores que hubieran obtenido una licencia de obras antes del 1 de septiembre de 2008 podrán solicitar, hasta el 31 de diciembre de 2009, su calificación como viviendas protegidas, siempre que cumplan los requisitos necesarios en cuanto a superficie útil, precio máximo de venta por m2 de superficie útil y niveles máximos de ingresos de los adquirentes, plazos mínimos de protección y cumplimiento del código técnico de  la edificación en cuanto resulte exigible.

La calificación puede otorgarse para viviendas individuales o para la promoción completa y comportará la sujeción de la vivienda al régimen jurídico de la tipología de vivienda protegida que conste en la calificación. 

Este Decreto-Ley ha sido convalidado por las Cortes de Aragón (BOA 19/05/2009).

(
Decreto 60/2009, de 14 de abril del Gobierno de Aragón, por el que se regula el Plan aragonés para facilitar el acceso a la vivienda y fomentar la rehabilitación 2009-2012. (BOA 29/04/2009).

Este plan, que sustituye y deroga al del periodo 2005-2009, es fruto de la firma del Acuerdo Económico y Social para Aragón (AESPA) 2008/2011 del Gobierno de Aragón con los agentes sociales más representativos, adoptado con el compromiso de establecer un nuevo marco normativo que garantice el acceso a la vivienda y fomente el alquiler y la rehabilitación de inmuebles y zonas degradadas. 

Concretamente las medidas que contempla este nuevo Plan son las siguientes: 

1ª Impulso de la oferta de vivienda protegida de nueva construcción. A estos efectos, se prosigue con la política de préstamos cualificados para los promotores y financiación cualificada para los adquirentes de las viviendas. 

2ª Medidas de fomento del mercado de alquiler, promocionando la vivienda protegida de nueva construcción para su destino a arrendamiento, cuyo régimen habrá de mantenerse durante 10 ó 25 años. También se prevé la vivienda protegida en arrendamiento a 10 años con opción de compra y las viviendas de promoción pública para arrendamiento. Regula más en profundidad que el decreto anterior los alojamientos protegidos en arrendamiento para colectivos específicos, tales como mujeres víctimas de la violencia de género, víctimas de terrorismo, afectados por situaciones catastróficas, personas sin hogar o procedentes de actuación de erradicación del chabolismo, etc... que requiere la celebración de un convenio entre el Departamento competente en materia de vivienda y el promotor de la actuación.

Se prevén ayudas financieras a los inquilinos tanto de vivienda libre como protegida, así como el fomento del parque residencial desocupado.

3ª Aumenta la capacidad de gestión de las Bolsas Públicas de Alquiler, en una clara apuesta de colaboración interadministrativa entre la Comunidad Autónoma y los municipios, así como la participación de la Sociedad Pública de Alquiler, dependiente del Ministerio de Vivienda, con objeto de conocer la demanda real de alquileres, y construir una bolsa de viviendas disponibles para satisfacer tal demanda, como dice el preámbulo del decreto.

4ª Medidas para impulsar la rehabilitación, como otro eje estratégico de la política de vivienda. 

Se favorece directamente la renovación aislada de edificios o viviendas, para mejorar la calidad de vida de sus habitantes. También prevé financiación específica para la rehabilitación integral de edificios destinados a venta o arrendamiento, así como la rehabilitación tanto de vivienda para cesión en arrendamiento como de vivienda protegida de promoción pública. Igualmente prevé ayudas para promocionar la eficiencia energética en la renovación de las viviendas.

Distingue entre Areas de Rehabilitación Integrada (ARIs), que son los tejidos residenciales en el medio urbano y rural en los que se desarrollen actuaciones que supongan la superación de las situaciones de infravivienda, la recuperación funcional de centros urbanos, barrios degradados, conjuntos históricos y municipios rurales que precisen la rehabilitación de sus edificios y viviendas, y de intervenciones de urbanización o reurbanización de sus espacios de uso público, de aquellas denominadas Areas de Renovación Urbana (ARUs), que los barrios o conjuntos de edificios que precisan de actuaciones de demolición y sustitución de los edificios, de urbanización o reurbanización, de la creación de dotaciones y equipamientos, y de mejora de la accesibilidad de sus espacios públicos, incluyendo, en su caso, procesos de realojo temporal de los residentes.

5ª Se mantienen las medidas de planes anteriores que afectan a la movilización de suelos residenciales mediante ayudas a la urbanización de los mismos. 

Se regula un régimen transitorio que permite una adaptación progresiva, sin que en ningún momento haya vacíos legales, de tal manera que las diferentes medidas previstas en este Decreto desplieguen su eficacia en distintos momentos, y el Plan anterior prolongue la suya para determinados aspectos.

La Disposición Final Primera suprime la cédula de habitabilidad para el caso de primeras ocupaciones de edificios destinados a viviendas o alojamientos de carácter residencial, si bien la mantiene para el caso de segundas o posteriores ocupaciones. La D.F. 2ª modifica el Decreto 191/1998, de 17 de noviembre, que aprueba el Reglamento de condiciones técnicas de las viviendas protegibles de Aragón y la D. F. 3ª modifica el Decreto 211/2008, de 4 de noviembre, que aprueba el Reglamento del Registro de solicitantes de vivienda protegida y de adjudicación de viviendas protegidas de Aragón, a los 5 meses de su publicación. 

(
Orden de 27 de abril de 2009, del Departamento de Industria, Comercio y Turismo, por la que se regula el procedimiento de acreditación del cumplimiento de las condiciones de eficiencia energética y de seguridad industrial de las instalaciones térmicas en los edificios, adaptándolo a la nueva legislación. (BOA 12/05/2009. Corrección de errores: BOA 10/06/2009).

(
Orden de 28 de abril de 2009, del Departamento de Industria, Comercio y Turismo, por la que se regula el procedimiento de acreditación del cumplimiento de las condiciones de seguridad industrial de las instalaciones de protección contra incendios y por la que se modifican los requisitos para la autorización de empresas de esta especialidad. (BOA 12/05/2009).

(
Orden de 11 de mayo de 2009, del Departamento de Obras Públicas y Transportes, sobre convocatoria y selección de entidades financieras y régimen de los convenios de colaboración que se suscriban entre las mismas y el Gobierno de Aragón, para la financiación de las actuaciones previstas en el Decreto-Ley 1/2009, de 14 de abril, por el que se aprueba el plan especial de dinamización del sector de la vivienda y se autoriza la prestación de avales por le Gobierno de Aragón. (BOA 15/05/2009)

El Decreto-Ley 1/2009 comentado anteriormente se refiere en su artículo 13 a los convenios de colaboración con entidades financieras, cuyo objetivo primordial consiste en garantizar la disponibilidad del volumen de préstamos convenidos, requeridos para la aplicación del plan de dinamización del sector de la vivienda. 

Dado que las entidades que han de suscribir convenios para la ejecución del citado Decreto-Ley han de tener la condición de entidades colaboradoras, conforme a la normativa general de subvenciones, debe procederse a su selección, por lo que esta Orden tiene por objeto establecer las reglas aplicables.

(
Orden de 11 de mayo de 2009, del Vicepresidente del Gobierno, por la que se dispone la publicación del convenio entre le Ministerio de Vivienda y la Comunidad Autónoma de Aragón para la aplicación del Plan Estatal de vivienda y rehabilitación 2009-2012. (BOA 25/05/2009).

(
Decreto 94/2009, de 26 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la revisión de las Directrices Sectoriales sobre actividades e instalaciones ganaderas. (BOA 05/06/2009).

Este Decreto deroga expresamente las Directrices Parciales sectoriales sobre actividades e instalaciones ganaderas aprobadas por Decreto 200/1997, de 9 de diciembre y sus anexos, el Decreto 374/2002, de 17 de diciembre, por el que se modifica el anterior, y la Orden de 9 de mayo de 1994 por la que se aprueba la Instrucción para la aplicación del RAMINP a las balsas destinadas a la desecación de los estiércoles fluidos generados en las explotaciones porcinas. Modifica, asimismo, la letra c) punto 1, del Anexo VII (actividades excluidas de licencia de actividad clasificada) de la ley 7/2006, de protección ambiental de Aragón, referido a las explotaciones domésticas

Su aprobación se justifica en el transcurso del tiempo y en la necesidad de adaptación a los cambios normativos, tecnológicos y socioeconómicos habidos.

En lo que atañe al ámbito urbanístico, regula las modalidades de licencias exigibles, la ordenación de los usos ganaderos, las condiciones constructivas y la localización de las instalaciones ganaderas.

Considera suelo apto para el desarrollo de la actividad ganadera al clasificado como no urbanizable genérico y al especial, en los supuestos en los que el planeamiento territorial o urbanístico o la normativa de protección aplicable permitan ese uso. Las nuevas instalaciones no podrán emplazarse en suelo urbano o urbanizable y deben someterse al régimen de autorizaciones que prevé la normativa urbanística para la construcción en suelo no urbanizable.

Las normas de emplazamiento, en defecto de normas específicas establecidas en el planeamiento, se fijan en el artículo 21. Las ordenanzas y normas urbanísticas municipales pueden establecer las distancias mínimas fijadas en dicho precepto u otras más restrictivas. Asimismo, los instrumentos de planeamiento urbanístico o territorial pueden delimitar, motivadamente, áreas exentas de instalaciones ganaderas de determinadas especies.

Las condiciones constructivas de las instalaciones se regulan en el artículo 22.

Por último, y como aspecto destacable, en la Disposición Transitoria Primera se establece el procedimiento a seguir para la regularización jurídico-administrativa de las instalaciones ganaderas existentes, considerando como tales a todas aquellas que, situadas en suelo no urbanizable e inscritas en el registro de explotaciones ganaderas antes del 22 de diciembre de 1997, carezcan de la preceptiva licencia municipal de actividad.

K) CASTILLA LA MANCHA

(
Ley 2/2009, de 14 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo por la que se modifica el Texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística. (DOCM 25/05/2009).

La ley arbitra dos tipos de medidas: las primeras, dirigidas a dinamizar la producción de suelo para viviendas sujetas a algún tipo de protección pública y, las segundas, encaminadas a la agilización de los procedimientos de tramitación de los instrumentos urbanísticos.  

Un primer bloque de modificaciones se centra en la nueva regulación de la reserva de suelo para viviendas protegidas que se eleva al 50% para el suelo urbanizable de los municipios que tengan más de 10.000 habitantes.

En la misma línea, se crea la figura de los Planes de Singular Interés los cuales tienen por objeto la ordenación y transformación del suelo en actuaciones de iniciativa pública de relevante interés social, por su magnitud, importancia o las especiales características que presenten.

Teniendo en cuenta su carácter supramunicipal, provocan la correspondiente modificación del planeamiento municipal, pueden desarrollarse en cualquier clase de suelo y se constituyen como instrumentos útiles para, entre otros fines, servir al desarrollo de la política regional de vivienda. 

Otras herramientas que pretenden favorecer la demanda de viviendas asequibles son; por un lado, la relativa al posible destino de las dotaciones públicas de equipamiento a la satisfacción de las necesidades temporales de vivienda de determinados colectivos sociales que requieran la atención de necesidades de emancipación, acogida o asistencia residencial; y, por otro, el establecimiento de  la posibilidad de que las empresas públicas de gestión de suelo puedan ser adjudicatarias directas de suelo en procesos de equidistribución.

Por último, una novedad destacable, dirigida a dinamizar la respuesta que el planeamiento municipal ha de otorgar a las cambiantes necesidades que la sociedad requiera en cada momento, consiste en el cambio del concepto de densidad residencial por el de densidad poblacional. 

Se entiende por densidad poblacional, el índice de habitantes por hectárea previstos en el planeamiento, para los que se deben dimensionar todos los servicios y dotaciones. Salvo justificación específica y previo informe favorable de la Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística, la densidad poblacional se debe calcular a razón de 3 habitantes por cada 100 m2 edificables residenciales.

De esta forma se abandona el paradigma de la densidad residencial que se focalizaba, fundamentalmente, en la fijación de límites máximos del número de viviendas, límites que congelaban el planeamiento e impedían adaptar el número de viviendas y su tamaño a las necesidades reales de cada momento.

L) CANARIAS

· Decreto 19/2009, de 10 de febrero, de modificación del Decreto 193/1998, de 22 de octubre, por el que se aprueban los horarios de apertura y cierre de determinadas actividades y espectáculos públicos sometidos a la ley 1/1998, de 8 de enero, de régimen jurídico de los espectáculos públicos y actividades recreativas. (BOC 13/02/2009).

El Decreto 193/1998 prevé un horario general, otro especial para aquellas zonas, municipios o núcleos turísticos que se determinen y la posibilidad de ampliar excepcionalmente los horarios autorizados.

La modificación consiste en permitir la ampliación horaria a los bares y restaurantes ubicados en interior de los centros comerciales situados en las zonas, municipios o núcleos turísticos. 

(
Decreto 16/2009, de 3 de febrero, por el que se aprueban Normas sobre documentación, tramitación y prescripciones técnicas relativas a las instalaciones, aparatos y sistemas contra incendios, instaladores y mantenedores de instalaciones. (BOC 19/02/2009).

(
Decreto 26/2009, de 3 de marzo, por el que se regula el procedimiento visado del certificado de eficiencia energética de edificios y se crea el correspondiente registro en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias. (BOC 12/03/2009). 

En el ámbito de las competencias de desarrollo legislativo que corresponde a las Comunidades Autónomas, este Decreto desarrolla el Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de edificios de nueva construcción y tiene por objeto la creación del registro de certificados de eficiencia energética de edificios, así como la regulación del procedimiento administrativo para la obtención del visado del certificado.

(
Ley 6/2009, de 6 de mayo, de medidas urgentes en materia de ordenación territorial para la dinamización sectorial y la ordenación del turismo. (BOC 12/05/2008).

Dicha ley se estructura en tres títulos. El Título I aborda aspectos relacionados con la ordenación del territorio; el II, con el desarrollo turístico y, el III, contempla una serie de medidas referentes a las viviendas de protección oficial (reserva del 30% de la edificabilidad que debe efectuarse en los planes para dicha finalidad), patrimonio municipales del suelo (destino y enajenación), vigencia de licencias urbanísticas (plazos para iniciar la edificación y su conclusión, posibilidad de conceder licencias a los proyectos de ejecución por fases; delimitación de los asentamientos rurales, etc).

Se aprueban medidas que intentan simplificar las rigideces y exigencias innecesarias en relación con el procedimineto de aprobación de las directrices generales o sectoriales de ordenación, el planeamiento territorial, el general y el derivado.

(
Ley 7/2009, de 6 de mayo, de modificación del Texto Refundido de las Leyes de Ordenación del Territorio de Canarias y de Espacios Naturales de Canarias sobre declaración y ordenación de áreas urbanas en el litoral canario. (BOC 12/05/2009). 

Tiene como objeto detallar qué áreas se consideran urbanas a efectos de la aplicación del régimen transitorio de la Ley 22/1988, de 28 de julio,  de costas, según la modificación operada por la ley 53/2002, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden social.

M) NAVARRA

(
Ley Foral 6/2009, de 5 de junio, de medidas urgentes en materia de urbanismo y suelo. (BON 15/06/09).

Esta ley se estructura en cuatro Títulos: el primero, regula las medidas a adoptar en materia de urbanismo; el segundo se dedica a las medidas en materia de vivienda; el tercer título recoge una serie de medidas de carácter fiscal; y un cuarto título fija los criterios que han de regir la actuación de la sociedad pública Viviendas de Navarra SA. 

Las medidas en materia de urbanismo tienen como finalidad primordial conseguir la necesaria agilización administrativa en la aprobación de los instrumentos tanto de ordenación territorial como urbanística. Para ello se modifican diversos artículos de la Ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

Destaca la nueva redacción del artículo 53 relativo a las determinaciones sobre espacios dotacionales y de servicios a prever en los instrumentos de planeamiento, que trata de ajustar las reservas obligatorias para este tipo de espacios a unos parámetros algo más reducidos, ya que comparativamente se encuentran sobredimensionados en relación con los del resto de las Comunidades Autónomas. La modificación es triple:

Por una parte, se pretenden ajustar las cesiones a las nuevas circunstancias derivadas de la aplicación del Código Técnico de la Edificación en los edificios de nueva construcción, que a igualdad de superficie construida supone una merma de la superficie útil, y por tanto, una disminución proporcional de la edificabilidad lucrativa total disponible, al ser mayor la relación entre superficie construida y superficie útil.

Por otra parte, se busca introducir una mayor flexibilidad en el diseño urbanístico de los diferentes sectores de suelo, de tal modo que puedan modularse los usos de las parcelas destinadas a dotaciones públicas en función de las necesidades reales de los municipios, y garantizando, en cualquier caso, un mínimo de zonas verdes y espacios libres públicos .

Por último, al considerar que la normativa de la Comunidad Autónoma Navarra es más exigente respecto de las cesiones a realizar por los promotores, se llega a la conclusión de que dicha circunstancia penaliza el precio final de las viviendas, aspecto que se ve agravado con la aplicación del Código Técnico. 

En el marco de la agilización de los procesos urbanísticos, se añade un apartado cuarto al artículo 65 de la Ley Foral 35/2002. La nueva regulación pretende perfilar mejor la naturaleza y función de la Comisión de seguimiento entendiendo que producirá como efecto principal que muchos aspectos se resuelvan por la citada Comisión en la que participan representantes de las Entidades Locales y de la Administración Foral y, en consecuencia, redundará en un mayor dinamismo en la elaboración de los Planes Generales.

El mismo objetivo de agilizar procedimientos se persigue con la reducción  de los plazos para la tramitación de los planes generales y de desarrollo, simplificando, en el caso de éstos últimos, la intervención del Gobierno de Navarra y otorgando más competencias a las entidades locales (aprobación inicial y definitiva sin informe previo).

Por otra parte, y debido al desfase temporal que se produce entre el momento en el que se redacta un Plan General y el momento en el que se desarrollan los sectores de suelo incluidos en el mismo, los coeficientes que contempla dicho Plan para repartir beneficios y cargas de la actuación urbanística, suelen quedar desfasados al cambiar las circunstancias del mercado inmobiliario que sirvieron de base para su inicial determinación, por lo que se producen distorsiones en su reparto entre los diversos propietarios del sector.

Con el nuevo apartado a) del artículo 130 se introduce la posibilidad de ajustar dichos repartos en función de la situación real del mercado inmobiliario en el momento de redactar el proyecto de reparcelación, permitiendo la modificación de los coeficientes de homogeneización fijados en el plan. Se logra un reajuste, sin que en ningún caso se pueda incrementar o reducir el aprovechamiento del total a reparcelar, ni la edificabilidad establecida por el planeamiento que se ejecuta.

Asimismo, se añaden dos nuevas disposiciones adicionales a la Ley Foral 35/2002.

En la primera de ellas se permite a las Entidades Locales disponer de una parte de la superficie destinada por el planeamiento a dotaciones locales, para la construcción de vivienda protegida en régimen de alquiler a través, preferentemente, de la figura de la cesión del derecho de superficie, y siempre y cuando, se asegure que la citada superficie sigue formando parte del patrimonio municipal.  

En la segunda, se establece la posibilidad de eximir de controles locales a las actuaciones enmarcadas en un Plan Sectorial de Incidencia Supramunicipal residencial, previa declaración de su interés general por el Gobierno de Navarra.

Por último, en lo que al bloque de medidas de urbanismo se refiere, se recoge como disposición transitoria una medida  cuyo objeto es permitir que los sectores ya urbanizados, en los que se han efectuado las cesiones a la Administración y no es posible jurídicamente cambiar el reparto de las cargas que deben asumir los propietarios del suelo, puedan éstos adaptar la edificabilidad del sector a las necesidades del mercado, sin tener que aplicar los estándares que establece el nuevo artículo 53, y sin tener que modificar para ello los instrumentos de gestión ya aprobados ni el reparto de cargas efectuado.

No obstante, la medida es temporal, y los aumentos de edificabilidad están limitados a un máximo del 30% del total de la edificabilidad prevista para el sector, porcentaje que se reducirá al 15% en el caso de que dicho sector correspondiera a un Plan que se hubiera aprobado bajo la vigencia de la Ley Foral 10/1994 de ordenación del territorio y urbanismo. La medida garantiza también que si se producen aumentos de edificabilidad, y por tanto del número de viviendas, al menos el 80% del incremento se destine a viviendas de protección oficial.

Respecto de las medidas en materia de vivienda resulta destacable la posibilidad de calificar como protegidas las viviendas libres terminadas o previstas en proyectos de reparcelación ya inscritos en el registro de la propiedad, excepcionando el requisito de la repercusión máxima de suelo y urbanización previsto en la vigente Ley Foral 8/2004, de 24 de junio, de protección pública a la vivienda en Navarra. Asimismo, se permite la modificación  del régimen de protección. De esta forma se consigue que las viviendas que no han podido venderse por no existir, en estos momentos, demanda se conviertan en un bien accesible.

También se regula la vivienda libre de precio limitado. Se trata de una vivienda de nueva construcción cuyo precio se fija legalmente y que oscila en función de su localización. Dicha vivienda se beneficia del acceso a los préstamos cualificados en las condiciones previstas para las protegidas y de las desgravaciones previstas en la ley.

Finalmente, recoge una serie de medidas destinadas directamente a los particulares. Así, se permite que los anejos vinculados a las viviendas protegidas puedan venderse o alquilarse separadamente de la vivienda con el objetivo de que los propietarios, en caso de necesidad, puedan obtener ingresos disponiendo de dichos bienes (garajes o trasteros).

El último Título se dedica a medidas fiscales que buscan facilitar el acceso a la vivienda en Navarra.

N) EXTREMADURA

(
Decreto 16/2009, de 30 de enero, por el que se modifica el Decreto 33/2006, de 21 de febrero, de modificación y adaptación del Plan de Vivienda y Suelo de Extremadura 2004-2007. (DOE 05/02/2009) 

Se modifica la disposición final relativa a la vigencia en el sentido de que la programación del actual plan de vivienda y suelo de Extremadura, se extenderá hasta que se publique el plan de vivienda y suelo que lo sustituya y como máximo hasta el 31 de diciembre de 2009.

(
Decreto 18/2009, de 6 de febrero, por el que se simplifica la tramitación administrativa de las actividades clasificadas de pequeño impacto en el medio ambiente. (DOE 12/02/2009) 

La Ley 5/2008, de 26 de diciembre de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 2009 suprimió el trámite de calificación e informe de la Comisión de actividades clasificadas de Extremadura para las actividades clasificadas de pequeño impacto sobre el medio ambiente, así como fijó el procedimiento a seguir para el otorgamiento de la preceptiva licencia de instalación en dichos supuestos.

Se entiende por actividades clasificadas de pequeño impacto en el medio ambiente aquellas que, o bien no provocan impactos ambientales, o los mismos son de carácter compatible y reversible en el corto plazo, y que por su escasa incidencia sobre el medio ambiente pueden ser calificadas e informadas definitivamente por los servicios técnicos municipales que en la actualidad emiten los preceptivos informes previos que son remitidos por el Ayuntamiento a la Comisión de actividades clasificadas de Extremadura. 

(
Decreto 113/2009, de 21 de mayo, por el que se regulan las exigencias básicas que deben reunir las viviendas en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura, así como el procedimiento para la concesión y control de la cédula de habitabilidad. (DOE 28/05/2009).

El Decreto viene motivado por considerar necesaria una modificación de las condiciones de las viviendas de manera que sean capaces de dar respuesta al nuevo concepto de vivienda demandado y, que a su vez, estén acordes con las recientes normativas aprobadas tales como el Código Técnico de la Edificación.

Las exigencias que se recogen apuestan por permitir una mayor libertad en el diseño. Se deja en manos del promotor y de los técnicos competentes la elección tanto del programa que mejor se adecue a las necesidades, como de las dimensiones que mejor respondan a lo proyectado.

(
Decreto 114/2009, de 21 de mayo, por el que se aprueba el Plan de Vivienda, Rehabilitación y Suelo de Extremadura 2009-2012. (DOE 28/05/2009):

El Plan se estructura en cinco líneas de actuación claramente diferenciadas, que a su vez engloban quince programas.

La primera línea bajo la denominación de promoción de viviendas protegidas de nueva construcción se estructura en cinco capítulos.

Como importante novedad se introduce una ayuda directa al promotor, en cualquiera de las tipologías de viviendas protegidas de nueva construcción con destino a venta o renta, en forma de subvención a proyectos que obtengan una determinada calificación energética. Esta ayuda se suma a las ayudas directas a los promotores de actuaciones con destino a arrendamiento que se ven reforzadas, mediante el incremento de las subvenciones y la introducción de tipologías nuevas de vivienda, como la promoción autonómica de viviendas protegidas en alquiler con opción de compra, así como los alojamientos para colectivos especialmente vulnerables y otros colectivos específicos, en consonancia con las medidas del Plan Estatal de Vivienda.

La segunda y tercera línea establecen las ayudas dirigidas a demandantes de vivienda usada y apoyo a los inquilinos y a la rehabilitación y renovación urbana.

La cuarta viene referida a la adquisición y urbanización de suelo para vivienda protegida. En este caso, consciente el Gobierno de la importancia de contar con suelo urbanizado, el Plan autonómico complementa las ayudas estatales para impulsar esta medida. 

Por último, se contempla específicamente un programa de vivienda joven.

O) ISLAS BALEARES

· Decreto-Ley 1/2009, de 30 de enero, de medidas urgentes para el impulso de la inversión en las Islas Baleares. (BOIB 02/02/2009). 

Este Decreto-Ley se dicta para dar urgente respuesta a la situación económica y contiene tres líneas de actuación: 

· Agilización administrativa, en especial para la adopción y puesta en funcionamiento de las inversiones que merezcan la declaración de interés autonómico,

· Facilitar la implantación de nuevas actividades empresariales y profesionales, e 

· Impulsar la industria turística, que constituye el motor de la economía balear y la actividad urbanizadora y edificatoria en determinados supuestos.

El artículo 7 contempla la regla especial en materia de urbanismo. Así, se reducen a la mitad los plazos ordinarios de trámite en los procedimientos administrativos previstos en la normativa balear cuando tengan por objeto exclusivo obras e instalaciones de inversiones declaradas de interés autonómico por el Gobierno de las Islas. También se reducen de igual manera los plazos para el otorgamiento de cualesquiera licencias que resulten necesarias para la ejecución, apertura o funcionamiento de dichas obras e instalaciones.

De otro lado, según señala el artículo 9, el Gobierno puede acordar, mediante Decreto, los supuestos en que resulte aplicable el sistema de declaración responsable para el inicio de una determinada actividad económica, empresarial o profesional, en los casos en que esta actividad esté sometida a licencia o a autorización previa, sin que sea aplicable en los ámbitos de las obras de urbanización y de edificación.

La Disposición Adicional Sexta contempla medidas de agilización del desarrollo urbanístico y edificatorio, tales como que en el periodo de dos años desde la entrada en vigor del Decreto-Ley, y a los efectos de poder solicitar licencia de obras de edificación con anterioridad a la finalización de las obras de urbanización correspondientes, se deja sin efecto el punto 1º de la Norma 12 del Plan Territorial de Mallorca (acreditación de que las obras de urbanización se están ejecutando y que se han acabado al menos las que reseña). En todo caso, la ejecución de las obras se llevará a cabo de forma simultánea con las de urbanización, suficientemente avaladas.

La Disposición Adicional Séptima excepciona la aplicación del artículo 23 de la ley 16/2006, de 17 de octubre, de régimen jurídico de las licencias integradas de actividades para los proyectos relativos a mejoras de establecimientos turísticos que podrán obtener la licencia urbanística con anterioridad a la de instalación siempre que se incorpore al procedimiento documento acreditativo de que, según la normativa urbanística, el uso turístico resulta admitido en esa parcela. 

Por último, la Disposición Adicional Octava, modifica la Ley 4/2008, de 14 de mayo, de medidas urgentes para el desarrollo territorial sostenible de las Islas Baleares añadiendo una Disposición Adicional Tercera que contempla la posibilidad de que por el Gobierno balear se autorice, previa solicitud del municipio afectado, la no sujeción a la reserva de vivienda protegida prevista en el artículo 6 o su reducción (30% de la edificabilidad en suelo urbanizable y en urbano no consolidado), así como la reducción del porcentaje previsto en el artículo 7 (15% del aprovechamiento a favor municipal) hasta un 10% siempre que se dé alguna de las circunstancias que menciona.

(
Decreto 10/2009, de 13 de febrero, por el que se regula el Plan especial de rehabilitación de edificios para el cumplimiento del Real Decreto Ley 9/2008, de 28 de noviembre, por el que se crea, entre otros, un fondo especial del Estado para la dinamización de la economía y el empleo. (BOIB  17/02/2009).

El Real Decreto Ley estatal creó un fondo especial del Estado y, en su artículo 11.e), recogía las actuaciones en materia de rehabilitación de viviendas y espacios urbanos.

El posterior desarrollo dio lugar a la asignación, por parte del Ministerio de Vivienda, de 110 millones de euros para esta actuación. Celebrada la conferencia sectorial el 11 de febrero de 2009, se acordó la asignación a la Comunidad de las Islas Baleares de 2.508.704, 92 euros. Para que esta asignación fuera efectiva era preciso que la Comunidad remitiera al Ministerio, antes del 1 de abril, la relación de actuaciones protegidas de rehabilitación que hubieran sido previamente calificadas provisionalmente. En el supuesto de que a 1 de abril, la Comunidad no hubiese cumplido con los requisitos exigidos para la preasignación del 50% inicial de los fondos que le correspondía, el remanente podía ser repartido entre aquellas Comunidades que, una vez justificado el cumplimiento de sus objetivos asignados, presentaran nuevas calificaciones provisionales. Por ello, este Decreto tiene por objeto establecer, regular y convocar las ayudas para la rehabilitación y/o reformas de las fachadas y/o cubiertas de los edificios de vivienda con el fin de impulsar la eficiencia energética, y garantizar la seguridad y estanqueidad de los edificios, así como mejorar el paisaje urbano.

(
Ley 2/2009, de 19 de marzo, de rehabilitación y mejora de barrios de los municipios de las Islas Baleares. (BOIB  26/03/2009).

El objeto de esta ley es establecer el marco normativo para una acción pública y complementaria entre la administración de la Comunidad Autónoma y los Municipios.

Las actuaciones susceptibles de ser financiadas se establecen en el artículo 7.

En el ámbito urbanístico son actuaciones capaces de ser financiadas las siguientes: propuestas de planeamiento para eliminar las carencias del barrio o pueblo; urbanización o reurbanización para la mejora de las zonas urbanas públicas, dotación de los espacios libres y equipamientos públicos; implantación, renovación y mejora de las redes de infraestructura básica; mejora de la accesibilidad, tanto referida al espacio como a los edificios públicos; previsión de equipamientos para uso colectivo; fomento a la sostenibilidad del desarrollo urbano; reducción de la polución ambiental, incluidas contaminación acústica y lumínica; mejora del transporte público para facilitar la comunicación entre el barrio y el resto del núcleo urbano y, eliminación de barreras arquitectónicas.

(
Decreto 29/2009, de 8 de mayo, de organización, funciones y régimen jurídico de la Comisión de Medio Ambiente de las Islas Baleares. (BOIB 23/05/2009).

(
Decreto 32/2009, de 29 de mayo, por el que se modifica el Decreto 68/2008, de 6 de junio, que regula las ayudas para favorecer el acceso a la vivienda en el marco del plan Estratégico de Vivienda 2008-2011 de las Islas Baleares. (BOIB 06/06/2009).

P) CASTILLA Y LEON

· Decreto 23/2009, de 26 de marzo, de medidas relativas a la simplificación documental en los procedimientos administrativos. (BOCYL 01/04/2009).

(
Decreto 32/2009, de 7 de mayo, por el que se regula la composición y funcionamiento de las Comisiones de Prevención Ambiental. (BOCYL 13/05/2009).

(
Ley 5/2009, de 4 de junio, del Ruido de Castilla y León. (BOCYL 09/06/2009).

En la Exposición de Motivos se señala que el control del ruido en el ambiente exterior e interior es un ámbito claramente sectorial dentro de la gestión del medio ambiente y que no puede ser abordado sin una clara y decidida implicación de otros ámbitos sectoriales: movilidad y tráfico urbano e interurbano, regulación de horarios de cierre y espectáculos públicos, y urbanismo, ordenación del territorio y vivienda.

El Título I establece la distribución competencial en materia de contaminación acústica entre la Administración de la Comunidad Autónoma, los Municipios y las Provincias apostando por la descentralización.

El Título II, denominado “calidad acústica” establece en su capítulo I, los tipos de áreas acústicas, clasificándolas en exteriores e interiores. Las exteriores se clasifican a su vez, en atención al uso predominante del suelo, en varios tipos y, las acústicas interiores, en atención al uso del edificio, en uso sanitario y bienestar social, uso de viviendas, uso de hospedaje, uso administrativo y de oficinas, uso docente y uso comercial.

El Título III, relativo a la “prevención y corrección de la contaminación acústica”, comienza declarando el control del ruido como un servicio de prestación obligatoria.

En el Capítulo II se regula el control acústico en la edificación y en el Capítulo III se establecen las medidas de control acústico en las actividades y emisores acústicos, destacándose las relativas a las actividades y proyectos sujetos al régimen de la autorización ambiental, de la licencia ambiental o de la evaluación de impacto ambiental, a las obras de construcción, infraestructuras, equipos y maquinarias.

En el campo de la corrección de la contaminación acústica contempla la posibilidad de declarar determinadas áreas acústicas como zonas de protección acústica especial (ZPAE) o zonas de situación acústica especial (ZSAE). Asimismo, se prevé que las zonas del municipio en las que existan numerosos establecimientos o actividades destinados al ocio, y los sonoros ambientales producidos por la adicción de las múltiples actividades existentes y por las personas que las utilizan, sobrepasen en más de 10 dB (A) los valores límite de niveles sonoros ambientales fijados en el Anexo II puedan ser declaradas zonas acústicamente saturadas (ZAS).

Finalmente, el Título IV dedicado a la “Inspección y régimen sancionador”, regula la actividad inspectora, que se llevará a cabo por los agentes de la autoridad.

Se tipifican las infracciones y se establecen las sanciones así como los criterios de graduación de estas últimas y los plazos de prescripción de unas y otras. Asimismo, se atribuye la potestad sancionadora, que recae con carácter general en los Ayuntamientos, y se determina la competencia para sancionar en el ámbito de la Comunidad Autónoma.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

El período temporal considerado para la emisión de este informe respecto de las sentencias dictadas tanto por el Tribunal Constitucional, el Tribunal Supremo como por los Tribunales Superiores de Justicia de las comunidades Autónomas es el comprendido desde el 1 de febrero a 15 de junio de 2009.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

· Sentencia 22/2009, de 26 de enero. Recurso de amparo 8673-2005 promovido respecto a los Autos de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ del Principado de Asturias que suspende parcialmente la ejecución de sentencia sobre la licencia de construcción de vivienda. Vulneración del derecho a tutela judicial efectiva (ejecución): demolición de obras declaradas ilegales suspendida sin justificación.

El TC considera que la decisión judicial de suspender la demolición acordada por sentencia firme, en expectativa de una futura modificación de la normativa urbanística que, eventualmente, la legalizara, supone una vulneración del art. 24.1 C.E., en su vertiente de derecho a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes en sus propios términos.

Tomando como base que el principio general es la ejecución de las sentencias judiciales firmes y que sólo en supuestos excepcionales, cuando concurran circunstancias de imposibilidad legal o material, debidamente justificadas, cabe inejecutar o suspender su cumplimiento, el TC indica que no puede admitirse que suponga un supuesto de imposibilidad legal o material la mera expectativa de un futuro cambio normativo, toda vez que ello no implica alteración alguna de los términos en los que la disputa procesal fue planteada y resuelta.

· Sentencia 59/2009, de 9 de marzo de 2009. Recurso de amparo nº 8776/2005, promovido por la Junta de Compensación del Plana Parcial de Cambrils frente a la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña que inadmitió su demanda contra el Ayuntamiento de Cambrils sobre pago de cuotas de urbanización por las fincas objeto de cesión al Ayuntamiento en concepto del 10% del aprovechamiento medio.

La cuestión que dilucida el recurso de amparo, supuesto que la sentencia del Tribunal Superior de Justicia no se pronuncia sobre el fondo del asunto, por considerar que el recurso contencioso administrativo contra la desestimación presunta de la petición fue extemporáneo, es si esa decisión judicial traduce o no una interpretación irrazonable y contraria al principio pro actione de la institución del silencio administrativo, que vulnera la efectividad del derecho fundamental que garantiza el art. 24.1 CE.

El fundamento jurídico 3º de la sentencia del Alto Tribunal recoge la doctrina constitucional sobre el control constitucional de las resoluciones judiciales que declaran la extemporaneidad del los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra la desestimación por silencio administrativo de solicitudes o reclamaciones de los interesados, según la cual el silencio administrativo no es sino “una ficción legal que responde a la finalidad de que la Administración pueda acceder a la vía judicial superando los efectos de inactividad de la Administración”, de tal manera que “… el ciudadano no puede estar obligado a recurrir siempre y en todo caso, so pretexto de convertir su inactividad en consentimiento del acto presunto, imponiéndole un deber de diligencia que sin embargo no le es exigible a la Administración en el cumplimiento de su deber legal de resolución expresa en todos los procedimientos. 

Basándose en esta doctrina según la cual no puede deducirse del comportamiento pasivo del interesado su consentimiento con el contenido del acto administrativo presunto, que en realidad nunca se ha producido, declara vulnerado el derecho de la recurrente a la tutela judicial efectiva, declara la nulidad de la Sentencia de instancia y retrotrae actuaciones al momento procesal inmediatamente anterior al pronunciamiento de la Sentencia, con el fin de que se dicte otra respetuosa con el derecho fundamental reconocido.

· Se ha planteado por el Presidente del Gobierno un recurso de inconstitucionalidad nº 3644/2009, admitido a trámite contra la disposición adicional segunda de la Ley 18/2008, de 29 de diciembre, de vivienda de Galicia.

2.- TRIBUNAL SUPREMO

· Autos del Tribunal Supremo de 15 de enero, 19 de febrero y 16 de abril de 2009. Recursos de casación nº 1244/2008, 1226/2008 y 1245/2008, interpuestos por el Ayuntamiento de Zaragoza contra las Sentencias de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón (Sección Primera), dictadas en el recurso 910/2003, 907/2003 y 908/2003, interpuestos estos últimos contra el acuerdo del Pleno de la Corporación por el que se aprobaba un convenio urbanístico de planeamiento. 
Los Autos de referencia declaran la inadmisión a trámite de sendos recursos de casación, tal y como manifiesta el fundamento jurídico segundo, porque la nueva regulación de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa introducida por la Disposición Adicional Decimocuarta de la Ley Orgánica 19/2003, que modifica a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 8.1 dispone que corresponde conocer de los recursos que se deduzcan frente a los actos de las entidades locales a los Juzgados de lo Contencioso Administrativo, excluidas las impugnaciones de cualquier clase de instrumentos de planeamiento urbanístico, correspondiendo el conocimiento de dichas cuestiones en segunda instancia a las Salas de lo Contencioso Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia (art. 10.2). Continúa diciendo que dichas resoluciones no son susceptibles de casación, ex. artículos 8.1, 86.1 y Disposición Transitoria Décima de la Ley Orgánica 19/2003 de 23 de diciembre.

Esto significa que los convenios urbanísticos cuyo objeto es la modificación del planeamiento, no son considerados instrumentos de planeamiento por el Tribunal Supremo a los efectos de la interposición de casación.

· Sentencia de 6 de febrero de 2009. Recurso de casación nº 5970/2006 interpuesto contra el Auto de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, de 23 de junio de 2006, confirmado en suplica por el de 20 de octubre siguiente, dictados en el recurso contencioso administrativo nº 2373/97, sobre ejecución de sentencia.

La Sentencia sobre cuya ejecución versa el recurso de casación estimó parcialmente el recuso contencioso administrativo interpuesto contra la denegación municipal presunta de la solicitud presentada para la recepción definitiva de unas obras de urbanización y ejecución subsidiaria de las obligaciones incumplidas por los promotores; estableciendo la sentencia en el fallo dos pronunciamientos: 

1º, la condena a la Administración demandada a actualizar su potestad urbanística, requiriendo al urbanizador a fin de que cumpla sus compromisos; y 

2º, y en su defecto, para que la Administración, "redactando los instrumentos necesarios, con los contenidos que precisos fueran, para concluir la urbanización del ámbito del Plan Parcial Lloma de Bada", repercutiendo sobre los propietarios, en forma de cuotas de urbanización, el "coste de la obra". 

En este caso entró en juego el segundo mandato contenido en el fallo porque resulta imposible que la empresa urbanizadora cumpla sus compromisos cuando consta, que se produjo su disolución; de manera que no queda sino estar a lo acordado en segundo lugar en el fallo de la sentencia, dado que no resulta posible que una sociedad disuelta y extinguida cumpla los compromisos asumidos.

· Sentencia de 25 de febrero de 2009. Recurso de casación nº 872/08, interpuesto por la Generalidad Valenciana, contra el auto de fecha 30 de Noviembre de 2007, confirmado en súplica por el de fecha 14 de Enero de 2008, por el cual la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana (y en su recurso nº 617/07), resolvió conceder la petición de suspensión del acto administrativo recurrido, el acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Valencia de fecha 18 de Abril de 2007, por el cual se aprobó el Plan General de Ordenación Urbana de Enguera, supeditándola, entre otras cosas, a la obtención del informe de la Confederación Hidrográfica del Júcar respecto a la situación de recursos hídricos.

El Abogado del Estado impugnó ese Acuerdo y pidió a la Sala la suspensión, alegando precisamente que no se había obtenido previamente el informe de la Confederación Hidrográfica. 

La Sala de instancia accedió a la suspensión invocando la apariencia de buen derecho de la tesis de la Administración recurrente, y el Tribunal Supremo confirma esta decisión, razonando que no cabe duda que aprobar definitivamente un Plan General sin que conste la real existencia de recursos hídricos puede originar daños y perjuicios de muy difícil reparación; y aunque sea doctrina jurisprudencial que no deben suspenderse con carácter general los instrumentos de planeamiento porque expresan el interés público urbanístico, no debe olvidarse que esa doctrina (que tiene también sus matizaciones), resulta aplicable cuando son particulares quienes impugnan los Planes, pero no cuando al interés público que el Plan representa se le opone otro interés público, que ejercita otra Administración distinta, como aquí la Administración del Estado, pues en tales casos hay dos intereses públicos afectados que han de confrontarse sin dar prevalencia de principio a ninguno de ellos.

Desestima el recurso de casación.

· Sentencia de 2 de marzo de 2009. Recurso de casación nº 10462/04, interpuesto contra la sentencia de 7 de febrero de 2003, dictada en recurso contencioso administrativo nº 689/98, por la Sección 1ª de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, sobre impugnación de la orden de paralización, con requerimiento de legalización, de las obras de movimiento de tierras realizadas para construcción de edificio, por carecer de licencia.

El TS considera que no ha lugar al recurso de casación y reconoce que la paralización o suspensión de obras por no estar amparadas en licencia municipal o excederse de lo autorizado en ella no constituye un acto sancionador sino una medida cautelar tendente al restablecimiento de la legalidad urbanística que, por su propia naturaleza, no requiere tramitación específica, ni trámite de audiencia, bastando el simple acuerdo suspensorio, incluso de oficio.

No cabe afirmar que la nueva suspensión de las obras suponga una revocación o revisión del acto anterior por el que se dejó sin efecto una anterior paralización, ya que se trata de medidas adoptadas por el Ayuntamiento en momentos distintos y que surgen de supuestos de hecho distintos.

· Sentencia de 4 de marzo de 2009. Recurso de casación nº 10786/04, interpuesto contra la sentencia dictada en fecha de 28 de Junio de 2004, dictada en recurso nº 5/02, por la Sección 2ª de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, sobre impugnación de denegación de Alternativa Técnica para la Programación del Sector "El Pino y Ruaya".

Esta sentencia resulta interesante porque es posible hacer una traslación al derecho aragonés, en concreto al artículo 51 de la LUA, que regula el derecho de consulta en suelo urbanizable no delimitado. 

La sentencia de instancia argumentó para desestimar el recurso contencioso administrativo “… que ningún particular, sea o no propietario de los terrenos, que elabore y presente una Propuesta de Programa, incluso aunque en el expediente correspondiente se hayan concluido todas las actuaciones reguladas en los arts. 45 y 46 de la L.R.A.U ., goza de un derecho subjetivo preexistente a que se apruebe y adjudique el Programa presentado, y en este sentido, el art. 47.1 de dicha Ley establece que concluidas las citadas actuaciones el Ayuntamiento-Pleno "puede" aprobar un Programa, el art. 47.4 dispone que éste "podrá rechazar" razonadamente todas las iniciativas para ejecutar la actuación por considerar que ninguna de las mismas ofrece base adecuada para ello, resolviendo la no programación del terreno o programarlo por gestión directa. Consecuencia necesaria de lo expuesto es que la decisión de programar el suelo y aprobar los instrumentos de planeamiento corresponde a la Administración y no puede ser llevada a cabo por los órganos de la jurisdicción, los cuales no pueden sustituir la voluntad de aquélla adoptando decisiones que sólo a la misma competen,…”. No obstante, el TS anula la sentencia de instancia por incongruencia y falta de motivación adecuada.

En cuanto al fondo del asunto, el TS remite a su doctrina sobre el derecho al trámite manifiesta en Sentencia de 29 de Noviembre de 2006 (casación 1980/03) y concluye “… que la Administración no debe cercenar a limine el derecho que los particulares tienen a la tramitación de los Planes que se deban a su iniciativa, pero ese derecho quiebra cuando el planeamiento proyectado vulnera el ordenamiento urbanístico aplicable, en cuyo caso la Administración urbanística puede denegar la tramitación, justificando, de forma suficiente, tal decisión”.

Aunque la interpretación que ha hecho la Sala de instancia de aquellos preceptos autonómicos no puede ser revisada en casación, porque lo impiden los artículos 86.4 y 89.2 de la Ley Jurisdiccional 29/98, si entra a revisar los motivos en que el Ayuntamiento apoyó su decisión de rechazar la admisión a trámite de la Alternativa presentada por la mercantil actora son motivos insuficientes e injustificados. En concreto dice que “… Por lo tanto, los motivos que dio la Administración demandada para no dar trámite a la Alternativa presentado por la entidad actora son inválidos, y buena prueba de ello es que el Ayuntamiento no los aplicó a la programación del Sector "Camino de Benimagrell-La Condomina", pese a que las razones eran también aquí plenamente aplicables.” Estima el recurso contencioso administrativo, si bien la estimación del recurso no significa que la parte actora tenga derecho a la aprobación final de su Alternativa, sino que tiene derecho a que ésta sea tramitada.

· Sentencia de 24 de marzo de 2009. Recursos de casación interpuesto por la Comunidad de Madrid contra sentencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso- Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de fecha 25 de marzo de 2004, que estimó recurso contencioso-administrativo número 297/98 interpuesto contra el acuerdo de 15 de diciembre de 1997 de la Consejería de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes de la Comunidad de Madrid, por la que se aprueba la 15ª modificación puntual del Plan General de Ordenación Urbana de San Sebastián de los Reyes, declarando su nulidad por no ser conforme al ordenamiento jurídico

Confirma la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid impugnada, anulatoria de la modificación puntual número 15 del plan general de ordenación urbana de San Sebastián de los Reyes. 

Considera que una vez expirados los plazos establecidos en el programa de actuación del propio Plan general, o el plazo señalado en éste para su revisión, no puede modificarse puntualmente. De lo contrario, la suma de modificaciones aisladas podría provocar una revisión encubierta del plan, alterándose su modelo de ciudad y vulnerándose el principio de distribución equitativa de cargas y beneficios entre los propietarios.

El fundamento cuarto de la sentencia dice “… Así, lo razonado en el fundamento de derecho anterior acerca de la garantía adicional, de carácter temporal que ha introducido el art. 45.3 de la LmS95 prohibiendo la tramitación de modificaciones correspondientes al nivel de planeamiento general una vez expirados los plazos establecidos en el programa de actuación del propio Plan o el plazo señalado en éste para su revisión, enlaza directamente con el primer motivo de impugnación contenido en la demanda, ya que si bien es conocida por todos la diferencia conceptual entre la revisión y modificación del planeamiento, lo que conlleva que aisladamente considerada, tanto esta modificación puntual como muchas otras, no puedan ser calificadas de revisión al no suponer la adopción de nuevos criterios respecto de la estructura general y orgánica del territorio o de la clasificación del suelo, motivada por la elección de un modelo territorial distinto o por la aparición de circunstancias sobrevenidas, de carácter demográfico o económico, que incidan sustancialmente sobre la ordenación; no es menos cierto que la suma de modificaciones aisladas podría acabar dando por resultado una revisión encubierta e inopinada del plan con defraudación de su modelo de ciudad, incidiendo igualmente en el principio que aspira a alcanzar el planeamiento de lograr la equidistribución de los beneficios y cargas derivados del mismo; así en relación a las Modificaciones puntuales OP-1, OP-2 y OP-3 del mismo PGOU de San Sebastián de los Reyes, aprobadas también después de la finalización de los plazos del Programa de Actuación del Plan, esta misma Sala y sección ya entendió que teniendo en cuenta en su conjunto las tres Modificaciones Puntuales se había producido una auténtica revisión del Plan, y no meras modificaciones del mismo «al estarse en presencia de una adopción de nuevos criterios respecto de la estructura general y orgánica del territorio o de la clasificación del suelo, tal y como se deriva tanto de las propias Memorias de las tres actuaciones como del informe pericial que consta en autos, y recogido en el apartado E) del primer Fundamento de Derecho» (Sentencias de esta Sala de 24-9-98, 13-11-98, 22-1-99, 5-2-99, 23-2-99, 22-4-99, 26-10-99 y 27-10-99 ). [...]”

· Sentencia de 24 de marzo de 2009. Recursos de casación interpuestos por  la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y por el Ayuntamiento de Albacete, contra la sentencia de 17 de noviembre de 2004, dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha en los recursos acumulados 430 y 458 de 2001, en los que se impugna la desestimación presunta de la reclamación de responsabilidad patrimonial formulada a la Consejería de Obras Públicas de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y al Ayuntamiento de Albacete. 

La sentencia de instancia refiere el objeto de litigio, consistente en la reclamación por responsabilidad patrimonial formulada frente a la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha y el Ayuntamiento de Albacete, por lo daños y perjuicios causados a las entidades mercantiles en razón de las actuaciones de ambas Administraciones demandadas "en relación con el proceso urbanístico de determinadas parcelas de los que eran propietarios y que estaban incluidas en el Sector R-1 de S.U.N.P., del Plan General de Ordenación Urbana de Albacete; actos que arrancan del acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Albacete de 19 de Junio de 1990 por el que, entre otros contenidos, y a petición de la Consejería de Política Territorial, se aprobaba la incorporación al proceso urbanizador del Sector I del S.U.N.P., del P.G.O.U., de Albacete, a fin de construir viviendas de protección pública, y que continúan con los demás instrumentos urbanísticos: Programa de Actuación Urbanística aprobado definitivamente por Orden de la Consejería de Obras Públicas de 30-XI-1993, Plan Parcial de Ordenación del PAU del Sector R-1, Delimitación de la Unidad de Ejecución del PAU del referido Sector y expropiación de los terrenos; actuaciones que fueron de desarrollo y ejecución del planeamiento que tiene su origen en el acuerdo municipal de 29-VI-1990."

En la sentencia recurrida se indica la indemnización ya declarada en favor de las recurrentes en sentencia de 21 de febrero de 2000, confirmada en casación por sentencia de 11 de octubre de 2004, que establecía el precio del m2, incrementado en un 30% y los intereses legales, computados desde la reclamación administrativa. 

Se desestiman los recursos de casación interpuestos porque queda acreditada la intervención de la actuación de ambas Administraciones Públicas -autonómica y local- en la producción del resultado lesivo como resultado de la privación de los terrenos de las entidades propietarias por la vía de hecho, al haberse anulado las actuaciones de planeamiento llevadas a cabo por aquéllas. Concluye que procede reparar la situación creada cuyo efecto in natura sería la devolución de los terrenos expropiados e indemnización de los daños y perjuicios, pero que ante la imposibilidad de dicha devolución, ha de incluir la correspondiente indemnización sustitutoria referida al justiprecio, incluido el premio de afección, más una cantidad que de ordinario se señala en el 25%.

Se recuerda al respecto que una cosa es la indemnización procedente a consecuencia de la expropiación de bienes y derechos, y otra cosa diferente es el reconocimiento del derecho a indemnización por la vía de hecho cometida por la Administración a consecuencia de la anulación de la actuación expropiatoria derivada de la nulidad de la resolución administrativa que declaró la utilidad pública que legitimaba dicha expropiación, cuya nulidad conlleva la devolución de las fincas de que se ha visto privado ilegítimamente el expropiado en vía de hecho, y que solamente cabe sustituir, ante la imposibilidad material de devolución por haberse realizado la obra que motivó la expropiación, por una indemnización.

“… No se trata, por lo tanto, de fijar el justiprecio de un procedimiento expropiatorio, en cuyo caso opera la vinculación de las partes a lo solicitado en la hoja de aprecio, sino reparar la situación creada cuando la privación de los bienes, por haberse anulado el procedimiento expropiatorio y carecer de la necesaria cobertura legal, se entiende producida por la vía de hecho, cuyo efecto in natura sería la devolución de los terrenos expropiados e indemnización de los daños y perjuicios, y que ante la imposibilidad de dicha devolución, ha de incluir la correspondiente indemnización sustitutoria. Es en este contexto que la jurisprudencia viene estableciendo la posibilidad de que la indemnización vaya referida al justiprecio, incluido el premio de afección, más una cantidad que de ordinario se señala en el 25%, pero entendiendo que con ello se trata de alcanzar la reparación de los daños y perjuicios realmente causados al propietario por la privación de sus bienes llevada a cabo por la vía de hecho, de ahí que en otras sentencias, como la citada de 16 de marzo de 2005 se precise que no se trata de fijar el justiprecio sino de obtener un resarcimiento de la privación producida por la vía de hecho, lo que supone la valoración atendiendo al perjuicio real y efectivo sufrido por el afectado”.

· Sentencia de 30 de marzo de 2009. Recurso de casación nº 11.291/04 interpuesto por el Ayuntamiento de Algeciras contra la sentencia de Sección 4ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sede de Sevilla, de 16 de abril de 2003 (recurso contencioso-administrativo 457/99, acumulado 640/99). 

Es objeto de recurso en la instancia la aprobación definitiva de la delimitación de una Unidad de Ejecución y el acuerdo de aprobación del expediente de expropiación. Ambos actos fueron anulados por la sentencia que ahora se recurre en casación, pues considera dicha resolución que son actos de desarrollo y ejecución del Plan General declarado nulo por una sentencia anterior, y en consecuencia, son actos de ejecución de un Plan inexistente.

El TS estima el recurso de casación interpuesto por el ayuntamiento recurrente, al constatar que la sentencia adolece de la debida claridad y congruencia, pues es claro que viene a confundir los actos objeto del recurso. No obstante, se entra en el fondo del recurso contencioso-administrativo y se mantiene la nulidad de los actos recurridos, y ello porque aunque se haya aprobado con posterioridad un nuevo Plan General de Ordenación no puede dar respaldo y cobertura a los dos actos impugnados, pues la falta de planeamiento no puede ser suplida por un plan posterior, ya que la secuencia lógica y obligada es que el plan precede a la ejecución.

Como manifiesta el fundamento tercero de la sentencia del TS “… A la anterior conclusión no cabe oponer, por más que así lo pretenda el Ayuntamiento de Algeciras, el hecho de que con posterioridad fue aprobado, con fecha 11 de julio de 2001, un nuevo Plan General de Ordenación Urbana que, según se alega, daría respaldo o cobertura a las dos actuaciones aquí impugnadas  (consideración segunda del escrito de oposición al recurso de oposición). Como ha señalado esta Sala en sentencias de 12 de mayo de 2008 (casación 2770/04) y 26 de mayo de 2008 (casación 3308/04 ), la ausencia de respaldo en el planeamiento no puede considerarse suplida de manera retrospectiva por la ulterior aprobación de un instrumento que venga a darle cobertura, pues la secuencia lógica y obligada es que el planeamiento precede a la ejecución, siendo ésta la que debe acomodarse a aquél, de manera que los actos de desarrollo y ejecución deben producirse con el seguro respaldo de una previsión del planeamiento. La solución que propugna el Ayuntamiento de Algeciras, una suerte convalidación de los actos viciados, desvirtúa aquella secuencia lógica y supone la entera desnaturalización del planeamiento como el instrumento legalmente configurado para el diseño y trazado del desarrollo urbanístico que luego se materializa mediante los correspondientes actos de desarrollo y ejecución”.

· Sentencia de 1 de abril de 2009. Recurso de Casación 9773/2004, interpuesto contra la sentencia dictada el 17 de junio de 2004 por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Galicia, por medio de la cual se desestimó el Recurso Contencioso-Administrativo nº 4112/2001, formulado por un particular contra la Resolución del Consejero de Política Territorial, Obras Públicas y Vivienda de la Junta de Galicia, de fecha 20 de noviembre de 2000, que ordenó el cese inmediato de las actividades y la clausura definitiva de la explotación de la cantera para la extracción de granito de la entidad recurrente sita en el paraje de Monte Oureiro, del lugar Oureiro-Orega, en el municipio de Leiro, así como la restitución a su estado anterior de los bienes afectados.

Además de estudiar la doctrina constitucional y del Tribunal Supremo acerca de la congruencia de las sentencias, el fundamento cuarto de la misma valora si el fallo recurrido ponderó la compatibilidad entre la actividad extractiva y el medio ambiente. 

Pese a la insistencia del recurrente en el carácter legalizable de la situación y en la necesidad de un juicio de ponderación entre dos bienes constitucionales como son el medio ambiente y el desarrollo económico, armonizando la protección del primero con la explotación de los recursos económicos que la explotación de la cantera implica, el Tribunal Supremo  dispone que “…, lo cierto es que nos encontramos con una realidad consistente en la explotación, a cielo abierto, de una cantera de granito, sin la correspondiente licencia municipal, denegada con base en informes técnicos en los que se resalta la clasificación urbanística del suelo, que lo hace incompatible con la explotación que se desarrolla por la recurrente”, al tiempo que reitera las razones que esgrimió la sentencia de instancia para confirmar las resoluciones administrativas impugnadas:

a) Que la cantera está ubicada en un Espacio Natural Protegido.

b) Que la explotación realizada por la recurrente (a cielo abierto) no respetó los valores específicos que tal clasificación implica.

c) Que el respeto a dichos "valores específicos" viene impuesto por las Normas Urbanísticas de aplicación (Normas Complementarias y Subsidiarias de Planeamiento de la Provincia de Orense, aprobadas por Resolución de 14 de mayo de 1991).

d) Que la existencia de tales "valores específicos" (fundamentalmente los denominados "bolos graníticos") se desprenden de la prueba fotográfica obrante al folio 6 del expediente, a los que la sentencia califica de "singularidad de dicho espacio".

e) Que la explotación que venía realizando la recurrente (a cielo abierto), según se desprende del Dictamen de la Comisión Gallega de Medio Ambiente -aprobado en respuesta al correspondiente Estudio de Impacto Ambiental- y de los condicionamientos que la misma exige, "no puede ser calificada de racional", imponiéndose, como recoge la sentencia, "modificar el sistema de explotación, rechazando el trabajo en superficie y concentrando la actividad en "canteira fixa de burato único".

f) Por todo ello, se rechaza el carácter legalizable de tal actuación para la que había sido denegada la licencia municipal.

Por todas estas razones el TS considera que la sentencia de instancia responde al planteamiento de la recurrente, “y el contenido dado es fruto de una valoración probatoria, suficientemente contrastada, que no ha sido desvirtuada por las alegaciones de la recurrente, siendo, por otra parte, patente, que la sentencia de instancia realiza el juicio de ponderación que la recurrente exige entre valores medioambientales y valores socioeconómicos, calificando, por ello, de irracional el sistema de explotación a cielo abierto practicado sin licencia por la recurrente, y, fruto de tal irracionalidad, es la inviabilidad de la legalización de dicho sistema, que la sentencia de instancia proclama y que debemos ratificar, rechazándose, por ello, el motivo”.

· Sentencia de 7 de abril de 2009. Recurso de Casación 4609/2004 interpuesto por el Ayuntamiento de San Bartolomé de Tirajana, contra la sentencia dictada el 21 de febrero de 2003 por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de la Canarias, en Recurso Contencioso-Administrativo nº 734/2001, formulado por la entidad Maspalomas Golf, S. A. contra la resolución del Alcalde Presidente de fecha 5 de febrero de 2001, por el que se procedía "sin más trámite al archivo de la solicitud para la edificación de un Hotel de cuatro estrellas, en la parcela `Hotel Ladera´ del Plan Parcial de Ordenación Campo de Golf.

La sentencia declara haber lugar al recurso de casación número 4609/2004, revoca la sentencia de instancia, desestima el recurso contencioso administrativo, interpuesto por la entidad Maspalomas Golf, S. A. contra la resolución del Alcalde Presidente de fecha 5 de febrero de 2001.

La sentencia de instancia procedió a estimar el recurso contencioso-administrativo con lo que, en principio, se estaba anulando la Resolución que procedió al archivo del expediente, con base en la vigencia y eficacia de las cláusulas de un Convenio Urbanístico suscrito en fecha de 24 de agosto de 1994, (suscrito con la finalidad de viabilizar la construcción en la parcela de Hotel Golf, con los parámetros de edificabilidad y altura que en mismo se establecieron, y en el que se establecía el compromiso por parte de la actora de cesión en concepto de cesión al Ayuntamiento del 15% del aprovechamiento tipo del área de reparto del Hotel Golf, de la parcela A de la urbanización Bahía Feliz así como la suma de 115.910.000 pesetas y la ejecución de las obras de urbanización de la parcela Hotel Golf y del paseo de Cornisa a lo largo del tramo que linda con dicha parcela), pero sin tomar en consideración las contraprestaciones que en el mismo se contenían, dando lugar, como reclama el Ayuntamiento recurrente, a una incongruencia interna de la sentencia y a su consiguiente falta de motivación. Por esta razón el TS anula la sentencia de instancia.

El fundamento octavo de la sentencia declara la legalidad de la decisión municipal de archivar el expediente de solicitud de licencia de obra para construcción de un hotel, una vez no atendido por la solicitante, el previo requerimiento efectuado a la misma entidad al objeto de que procediera a completar la documentación aportada. “Con independencia de que algunas de las contraprestaciones requeridas no resultaren jurídicamente exigibles … lo cierto es que, en el supuesto de autos, de lo que se trata es de la determinación de la legalidad de un procedimiento de concesión licencia de construcción de un hotel, en cuya tramitación el Ayuntamiento ha exigido una determinada documentación; pues bien, no aportada la misma, obvio es que, de conformidad con el artículo 71 de la LRJPA, el archivo del expediente devenía obligado, resultando especialmente significativo que la entidad recurrente, en su escrito de demanda, se limita a solicitar la anulación del Decreto de archivo del expediente, no solicitando la concesión de la licencia, consciente de la imposibilidad de su concesión en el marco de la situación creada”. Todo ello con independencia de que también existan contraprestaciones por parte de la recurrente. No se ventila en este procedimiento las obligaciones que derivan del convenio, sino si la resolución municipal es o no ajustada a derecho.

· Sentencia de 28 de abril de 2009. Recurso de casación nº 3435/2005, interpuesto contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria, de fecha 11 de abril de 2005, dictada en el recurso núm. 314/2004, sobre denegación de autorización para la construcción de una vivienda en suelo no urbanizable.

El recurso contencioso administrativo, que fue desestimado, se interpuso contra la desestimación presunta del recurso de alzada presentado frente a la resolución de la Comisión Regional de Urbanismo del Gobierno de Cantabria de 29 de abril de 2003, denegatoria de la autorización solicitada para la construcción de una vivienda vinculada a una explotación agropecuaria en suelo no urbanizable de Cigüeza, en el término municipal de Alfoz de Lloredo, "por no tratarse de uno de los supuestos contemplados en el artículo 112.3.a) de la Ley de Cantabria 2/2001, de O.T. y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, al no tratarse de una instalación necesaria para la explotación agrícola-ganadera de la finca donde se pretende construir". El recurrente alegó la concesión de licencia por silencio administrativo.

Ante el recurso de casación planteado, el Tribunal Supremo precisa a lo manifestado por el Tribunal Superior de Justicia de Cantabria cual era la regulación del silencio administrativo en materia de licencias en el momento de la adopción del acuerdo, siendo de aplicación el artículo 242.6 del Real Decreto Legislativo 1/1992, declarado básico por Sentencia del Tribunal Constitucional nº 61/1997, de 24 de marzo.

Recuerda las dudas de cierto sector de la doctrina en orden a la vigencia de este artículo como consecuencia de la modificación del régimen del silencio introducida en la Ley 30/92, por la Ley 4/1999, de 13 de enero. Este sector doctrinal consideraba que el citado artículo 242.6 TRLS 1992 había resultado desplazado por dicha reforma legal y que, en consecuencia, las licencias o autorizaciones urbanísticas debían considerarse otorgadas por silencio en todo caso por el mero transcurso del plazo establecido para resolver, aunque resultasen incompatibles con la normativa urbanística aplicable. Supuesto este último en el que la Administración estaría obligada a revisar de oficio la licencia o autorización "presuntamente" concedida contra legem, mediante el procedimiento regulado al efecto en los artículos 102 y 103 LRJA-PAC, con el consiguiente reconocimiento de una indemnización en favor de su titular. Otro sector de la doctrina, y numerosos Tribunales Superiores de Justicia, mantenían sin embargo la tesis contraria. 

El Tribunal Supremo reconoce que las dudas se despejaron en las sentencias dictadas por esta Sala del Tribunal Supremo el 17 de octubre de 2007 en los recursos de casación núms. 9397/2003 y 9828/2003, en las que afirmó que "no compartimos la tesis de que una licencia urbanística, incluso en el caso de que lo solicitado sea disconforme con el ordenamiento jurídico con el que debe confrontarse, deba entenderse otorgada por silencio administrativo por el solo hecho de que haya transcurrido el plazo para resolver sobre ella, pues el artículo 43.2 de la Ley 30/1992 , en la redacción dada por la Ley 4/1999 , se cuida de advertir que la estimación por silencio lo será, o podrá así ser entendida, "salvo que una norma con rango de Ley o norma de Derecho Comunitario Europeo establezca lo contrario", siendo una norma con ese rango, como lo era el artículo 242.6 de la Ley del Suelo aprobada por el Real Decreto Legislativo 1/1992, que tiene el carácter de legislación básica según resulta del fundamento jurídico número 34, párrafo cuarto, de la STC 61/1997, y que no fue derogado, sino mantenido en vigor, por la Disposición derogatoria única de la Ley 6/1998, la que disponía en aquel año 2001 en que se solicitó la licencia objeto de la litis que "en ningún caso se entenderán adquiridas por silencio administrativo licencias en contra de la legislación o del planeamiento urbanístico".

Lo interesante de esta sentencia es que ratifica esta doctrina con la mención de una sentencia reciente de 28 de enero de 2009 (RCIL 45/2007), refiriéndose también a la nueva normativa en materia de suelo recientemente aprobada. Así, declara como doctrina legal que "el artículo 242.6 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, y el artículo 8.1.b), último párrafo, del Texto Refundido de la Ley de suelo aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, son normas con rango de leyes básicas estatales, en cuya virtud y conforme a lo dispuesto en el precepto estatal, también básico, contenido en el artículo 43.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificado por Ley 4/1999, de 13 de enero, no pueden entenderse adquiridas por silencio administrativo licencias en contra de la ordenación territorial o urbanística".

El interés de esta sentencia se centra en que también se refiere a la nueva regulación que sobre el silencio administrativo se contiene en el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, aprobatorio del Texto Refundido de la Ley del Suelo, que derogó y reemplazó los escasos preceptos del anterior Texto Refundido de 1992 que aún continuaban en vigor, que viene a ratificar la doctrina jurisprudencial. Así, en el artículo 8.1.b) de este nuevo texto legal se dispone expresamente que "En ningún caso podrán entenderse adquiridas por silencio administrativo facultades o derechos que contravengan la ordenación territorial o urbanística". Por lo tanto, no sólo confirmó con ello lo preceptuado en el antiguo artículo 242.6 TRLS 1992, circunscrito al procedimiento de otorgamiento de licencias urbanísticas, sino que amplió el campo de aplicación de este principio a otros ámbitos distintos, como el de la gestión o el planeamiento urbanísticos, manifiesta el Tribunal Supremo.

· Sentencia de 30 de abril de 2009. Recurso de casación nº 3986/2005 interpuesto contra la sentencia de 19 de mayo de 2005 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en el recurso contencioso-administrativo nº 92/2004, contra el acuerdo de la Comisión de Ordenación del Territorio de 26 de noviembre de 2003, aprobatorio del Plan Municipal de Cendea de Olza, en cuanto a la clasificación como suelo urbanizable de parte de una parcela, que el actor entendía debía ser clasificada como suelo urbano, tal y como estaba clasificada por el planeamiento anterior.

La sentencia declara haber lugar al recurso de casación, revoca la sentencia de instancia, estima en parte el recurso contencioso administrativo nº 92/04 interpuesto contra el acuerdo de la Comisión de Ordenación del Territorio de Navarra de fecha 26 de Noviembre de 2003, que aprobó definitivamente el Plan General Municipal de Cendea de Olza, declarándolo disconforme a Derecho en cuanto clasifica como suelo urbanizable parte de la parcela catastral NUM000 del polígono NUM001 de Cendea de Olza, y lo anula en ese extremo. Asimismo, declara que esa parte de la parcela catastral nº NUM000 debe ser clasificada como suelo urbano consolidado.
El fundamento tercero de la sentencia del Tribunal Supremo recoge, como la argumentación de la sentencia de instancia hace unas consideraciones generales sobre el "ius variandi" en el ejercicio de la potestad de planeamiento, que el concreto ejercicio de ese "ius variandi" es susceptible de control judicial a través de los distintos criterios empleados por la jurisprudencia para el control de la actividad discrecional de la Administración, como el control de los hechos determinantes, la diferenciación de los conceptos jurídicos indeterminados y la aplicación de los principios generales del Derecho. Igualmente, matiza la doctrina sobre la "fuerza normativa de lo fáctico” en la clasificación del suelo urbano.
La sentencia del TS estima en parte el recurso de casación porque se ha infringido la jurisprudencia sobre el carácter reglado del suelo urbano, “…, es decir, aquella doctrina nuestra que afirma que la clasificación del suelo como urbano escapa a las facultades discrecionales de la Administración, ya que suelo urbano es, sin más, el que lo es (es decir, el que tiene los servicios urbanísticos exigidos por la ley o está en áreas consolidadas). Así lo dicen las sentencias que se citan en el motivo, y otras muchas (23 de Octubre de 2002, 26 de Enero de 2000, 20 de Noviembre 2000, ---que cita las de 3 de Marzo de 1999 y 3 de Mayo de 2005---, 20 de Diciembre de 2000, 28 de Diciembre de 1999, 23 de Marzo de 1998, 6 de Mayo de 1997, etc)”. Añade que la parcela objeto de la discusión era una parcela resultante, toda ella, de una reparcelación ya consumada, que dio como resultado cuatro parcelas, tres ya edificadas. En consecuencia, toda la parcela es la resultante de un proceso legal de urbanización, y constituye suelo urbano por disponerlo así la norma aplicable, que es el artículo 8-6 de la Ley estatal básica 6/98, a cuyo tenor tendrán la consideración de suelo urbano "los terrenos que en ejecución del planeamiento hayan sido urbanizados de acuerdo con el mismo".
Continúa diciendo el fundamento noveno “… Este precepto, que es básico, no permite que a un suelo ya urbanizado con arreglo al Plan se le clasifique como suelo urbanizable, porque lo que ya es urbano no puede volver a ser urbanizable”, al tiempo que considera que el derecho autonómico contrario a la Ley básica 6/98 se considera desplazado en este aspecto.
Solo permite al planificador, o la Sala de instancia, que en caso de tener acreditado que “parte de la finca no contaba con los servicios urbanísticos necesarios o que tenía que ser sometida a una operación de urbanización integral (lo que resultaría poco menos que incomprensible siendo la finca resultado de un proceso de urbanización conforme al Plan) deberían haber clasificado ese suelo como urbano no consolidado, según el artículo 14.2 de la Ley básica 6/98 , ya en vigor, pero en ningún caso como suelo urbanizable. Nada de eso se ha demostrado, y ni siguiera se ha alegado, por lo cual hemos de concluir con toda lógica que el suelo de que se trata es no sólo suelo urbano, sino suelo urbano consolidado, ya que es ese tipo de suelo el que viene a surgir de la natural actividad urbanizadora conforme al Plan”.
· Sentencia de 11 de mayo de 2009. Recurso de casación nº 2965/2007 interpuesto contra auto de la Sección 3ª de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de fecha 26 de febrero de 2007, desestimatorio del recurso de súplica interpuesto contra el anterior auto de 1 de diciembre de 2006, que inadmitió el recurso contencioso administrativo núm. 195/2006, interpuesto contra la resolución de la Junta de Andalucía que contenía la Propuesta de Lugares de Importancia Comunitaria -LIC-, propuesta elaborada en cumplimiento de la Directiva 92/443/CE y del R. D. 1997/1995, de 7 de diciembre. 

Esta sentencia es muy interesante puesto que, aunque la materia no sea de aplicación directa y generalizada en los municipios, al analizar la legislación comunitaria y estatal aplicable y al estudiar el específico procedimiento de tramitación y aprobación de los Lugares de Interés Comunitario, cuya aprobación corresponde a la Unión Europea pero donde la labor previa de selección de la Comunidad Autónoma tiene una importancia fundamental, nos permite la posibilidad de recurrir los actos de la comunidad autónoma con carácter previo a la aprobación definitiva por la Comunidad Europea. Se les atribuye una naturaleza de acto de trámite cualificado, y por lo tanto, recurrible.

Resulta importante tener en cuenta esta circunstancia para el caso de que la declaración autonómica de determinados LICs afecte o resulte incompatible con la clasificación de los suelos por el plan general municipal.

Los fundamentos jurídicos octavo y noveno de la sentencia del TS efectúan un exhaustivo examen de la normativa, tanto europea como de derecho interno, reguladora de los ámbitos LIC, así como el procedimiento previsto para su designación. De este examen concluye que, en principio, es con posterioridad a la aprobación de los LIC por la Comisión cuando los Estados miembros tienen el deber de concretar el régimen de conservación de cada uno de estos lugares, estableciendo los usos y actividades permitidas y prohibidas, delimitando con ello el régimen jurídico de cada uno de ellos, lo que sí tiene trascendencia de cara a la propiedad. 

En el fundamento de derecho decimoprimero se dilucida la cuestión de fondo que no es otra que la calificación jurídica que merece ese acto o resolución de la Junta de Andalucía, acto insertado en el procedimiento de aprobación de los LIC en la región biogeográfica mediterránea y que culminó con la aprobación definitiva por Decisión 2006/613 de la Comisión Europea, de 19 de julio: acto de trámite cualificado, porque concurren en él las circunstancias previstas en el artículo 25.1 de la LJCA, y por tanto impugnable, como sostiene el recurrente, o acto de trámite no susceptible de impugnación jurisdiccional , como propugna la Administración demandada y aceptó la Sala de instancia. A estos efectos, el TS procede a analizar los requisitos del artículo 25.1 de la LJCA para la impugnación de los actos de trámite: que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto; que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento, o que produzcan indefensión o perjuicio irreparable a derechos o intereses legítimos.
Estima el recurso de casación, revoca los autos recurridos y ordena continuar la tramitación del recurso contencioso administrativo, con los efectos dichos en el artículo 51.5 de la Ley Jurisdiccional 29/98, por no concurrir la causa de inadmisión que aplicó la Sala de procedencia, al conllevar el acto impugnado unos efectos que exceden del puro trámite.
Y no lo estima porque sea acertado el argumento de la parte recurrente acerca de que la actividad realmente sustantiva en el procedimiento de aprobación de los LIC sea la llevada a cabo por las Comunidades Autónomas al seleccionar estos ámbitos en su territorio, mientras que la aprobación por la Comisión, dado que únicamente realiza funciones de comprobación de suficiencia, tendría un carácter de convalidación de las listas autonómicas; sino que la razón es la de que los Estados miembros (en España, las Comunidades Autónomas) tienen la obligación de adoptar medidas de protección adecuadas para los lugares que figuren en las listas nacionales remitidas a la Comisión, antes incluso de que ésta confecciones sus listas. A estos efectos cita la sentencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de fecha 13 de Enero de 2005 (Sociedad Italiana Dragaggi y otros, cuestión prejudicial; asunto C-C 117/2003).

“… En consecuencia, la elaboración de las listas por las Comunidades Autónomas no es algo inocuo, algo que no produzca efectos jurídicos y materiales; no es una mera propuesta neutra, sino un acto administrativo que habilita y obliga a la propia Comunidad Autónoma a adoptar "medidas de protección adecuadas" para los lugares incluidos; se trata de una acto que, siendo una propuesta, pone una condición necesaria y suficiente para crear en la Comunidad Autónoma la obligación de adoptar medidas de protección adecuadas, las cuales pueden quizá afectar a ciertos contenidos del derecho de los propietarios de los terrenos incluidos, razón por la cual la elaboración de las listas puede ser impugnada por los interesados al tener un contenido que excede de la pura ordenación o impulso del procedimiento”.

Como ejemplo, la sentencia cita la jurisprudencia del propio Tribunal Supremo respecto a la impugnación de las aprobaciones iniciales de los instrumentos de planeamiento precisamente por conllevar ese efecto de suspensión de las licencias, o en el ámbito de la normativa sobre extranjería, se ha admitido la impugnación del acto de iniciación de los procedimientos de expulsión (que es un típico acto de trámite) si propone el internamiento, por ser entonces una condición imprescindible, aunque no suficiente, para que el Juez de Instrucción pueda adoptar la medida cautelar de internamiento del expedientado.
· Sentencia de 11 de mayo de 2009. Recurso de casación nº 11.314/04 interpuesto contra la sentencia de la Sección 2ª de Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 29 de octubre de 2004 (recurso contencioso-administrativo nº 72/2002). 
En el presente caso, se estudia el error material rectificable en cualquier momento por la Administración. No cabe afirmar que se haya producido una modificación del planeamiento con omisión de los trámites de audiencia e información pública a que alude el recurrente; ni que se haya utilizado el cauce de la rectificación de errores materiales para introducir una alteración sustancial en las determinaciones urbanísticas, sino que se ha utilizado apropiadamente el cauce previsto en el artículo 105.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, para poner de manifiesto que el contenido de la modificación nº 5 del Plan General de Torrevieja es el que se aprobó definitivamente el 16 de noviembre de 1998 y fue publicado en el Boletín Oficial de la Provincia de 8 de agosto de 2000, sin que ante eso hubiese habido ninguna aprobación definitiva de la mencionada modificación puntual nº 5. 
El fundamento de derecho segundo dice que “La alegación del recurrente acerca de la omisión de los trámites de publicidad y audiencia previa a los interesados podría tener consistencia si efectivamente se hubiese producido una modificación de las determinaciones del planeamiento con omisión de tales trámites. Pero nada de esto ha sucedido en el caso que nos ocupa y así se explica con suficiente claridad en el fundamento tercero de la sentencia recurrida.

Allí queda señalado que la modificación nº 5 del Plan General de Torrevieja, que es la referida al enclave nº 13 objeto de controversia, no había sido en realidad aprobada definitivamente el 30 de noviembre de 1995 -aunque, por error, así se afirmaba en la publicación realizada en el Boletín Oficial de la Provincia nº 273 de 26 de noviembre de 1996- pues la aprobación de esa modificación nº 5 se produjo en realidad, después de la Declaración de Impacto Ambiental de 27 de enero de 1998, mediante acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Alicante de 16 de noviembre de 1998, y fue objeto de publicación en el Boletín Oficial de la Provincia nº 182 de 8 de agosto de 2000. Por tanto, en lo que se refiere al enclave nº 13, comprendido en el ámbito de la modificación nº 5 del Plan General, no hubo una primera modificación del planeamiento aprobada en noviembre de 1995 y luego modificada sustancialmente en 1998, sino que la primera de las aprobaciones señaladas no había tenido en realidad lugar -aunque la publicación realizada en el Boletín en noviembre de 1996 decía que sí, por error- de manera que la única aprobación de la modificación nº 5 es la que se acordó el 16 de noviembre de 1998 y publicada el 8 de agosto de 2000”.

El fundamento tercero de la sentencia del Tribunal Supremo no reconoce derecho a la indemnización de los perjuicios causados remitiéndose a la sentencia de instancia cuando dice que el “error en que incurrió la Administración -al publicar una modificación del planeamiento que en realidad no había sido aprobada, tardando luego un tiempo nada desdeñable en deshacer aquel error mediante la publicación del verdadero y único acuerdo de aprobación definitiva de la modificación- denota un funcionamiento anormal del que podrían haberse derivado perjuicios. Es claro que la Sala de instancia no alude aquí a perjuicios por razón del contenido de la concreta modificación aprobada, sino a los que podrían haber resultado de aquel error en la primera publicación y de la tardanza en corregirlo. Pero, según explica la sentencia recurrida, el debate abierto por el recurrente no se refiere a estos últimos perjuicios pues la pretensión indemnizatoria que formula pretende sustentarse precisamente en los perjuicios que se dicen derivados de las determinaciones del planeamiento; y acerca de éstos, ya lo hemos visto, el recurrente no ha facilitado datos concretos que respalden su pretensión, aparte de no haber formulado petición alguna en ese sentido en vía administrativa”.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

· Sentencia nº 7/2009, de 9 de enero de 2009 del Tribunal Superior de Justicia de Castilla León, con sede en Burgos. Recurso de apelación nº 191/08 interpuesto contra la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Ávila de 30 de junio de 2008, dictada en el recurso contencioso-administrativo nº 425/2008, que acuerda declarara ajustada a derecho la lesividad acordada por el Ayuntamiento de Arenas de San Pedro y nula la licencia concedida para construcción de un edificio.
El fundamento quinto de la sentencia analiza el hecho de si la actuación municipal de excluir la parcela objeto de licencia de la unidad de delimitación en la que estaba incluida fue o no ajustada a derecho. Concluye que la exclusión de esta finca debía haberse efectuado a través de una modificación del instrumento de planeamiento y no mediante una rectificación de error y que, además, la rectificación de error del planeamiento general que corresponde a la Comisión Territorial de Urbanismo y no al Ayuntamiento. Esto implica que “… el planeamiento vigente y aplicable a dicha localidad no reconoce la condición de solar ni de suelo urbano consolidado a la finca propiedad de la mencionada mercantil; sin embargo la Sala no juzga ni puede entrar a juzgar porque este no es el contenido de los actos impugnados ni discutidos, si en dicha parcela concurren o no las condiciones legal y reglamentariamente exigidas para clasificar y categorizar mencionada parcela como suelo urbano consolidado”.

El fundamento séptimo considera que no se ha acreditado que existieran motivos para la obligación de un concejal de abstenerse en la adopción del acuerdo de lesividad de la licencia, aplicando el carácter restrictivo que la Jurisprudencia predica de la interpretación de las causas de abstención y recusación, como del concepto de “interés personal” que debe darse para poder apreciar la concurrencia de la causa de abstención del art. 28.2.a) de la Ley 30/92.

El fundamento octavo aclara que el artículo 103 de la ley 30/92 no exige la obligatoriedad de informe técnico alguno para proponer la declaración de lesividad, que al ser una labor fundamentalmente jurídico, era suficiente el informe del Secretario General.

Finalmente recuerda que el principio de igualdad solo cabe invocarse en situación de igualdad, pero no cuando la situación que afecta a la persona que invoca la misma no es conforme al Ordenamiento Jurídico.

· Sentencia nº 134/2009, de 27 de febrero de 2009 del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura. Recurso contencioso administrativo nº 497/07 por el que se impugna el Decreto 44/07, de 20 de marzo, de ordenación del uso extensivo de suelos no urbanizables para actividades turísticas y fomento de actuaciones para la atención de personas mayores en ciudades mixtas.
Este decreto, como se desprende de su exposición de motivos, pretende dar solución a las necesidades de la tercera edad mediante actuaciones públicas que se financiarían con las plusvalías que generasen concretas actuaciones en suelo no urbanizable y con fines turísticos.

Impugnada su cobertura legal, el TSJE considera indudable que si el Decreto ha de adscribirse a una actividad administrativa específica, esta ha de ser la del urbanismo “pudiendo concluir que nos encontramos con una norma urbanística, porque su finalidad no es otra que la de planificar suelo no urbanizable con las determinaciones que, entonces sí, están vinculadas a la promoción turística y protección de la tercera edad”. El propio decreto deja constancia de su vinculación a la normativa urbanística puesto que tanto los usos (transformación del suelo no urbanizable), como el procedimiento se articulan por la vía de los proyectos de interés regional, regulados en los arts. 60 y ss. de la ley del suelo y  ordenación territorial de Extremadura.

El TSJE estima el recurso contencioso administrativo porque comporta una clara vulneración normativa, porque el decreto no se limita a las específicas materias previstas en el artículo 61 de la Ley extremeña, sino que “arrogándose competencias que el Legislador no ha conferido, lo que se hace es ampliar los objetos de los Proyectos de Interés Regional, …; respecto de lo cual la Ley no hace concesión alguna al Reglamento”. El Decreto “utiliza los Proyectos para poder acometer la reclasificación de terreno a los objetos de construir estos complejos turísticos, que constituyen su auténtico objeto. Es decir, no se trata de que el Decreto determine como ha de hacerse la reclasificación y el destino concreto a que han de destinarse los terrenos y el régimen de su explotación y uso; sino que lo relevante es que se permite que pueda un Proyecto de Interés Regional servir de título habilitante para la construcción de los complejos turísticos…”
Mediante este decreto se prevé la construcción en suelo no urbanizable de complejos turísticos, cuyos beneficios servirán para fomentar la calidad de vida de la tercera edad. Se produce extralimitación reglamentaria al ampliar a los complejos turísticos el objeto de los proyectos de interés regional previsto en la ley autonómica de suelo y ordenación del territorio. La Ley solo habilitaba al Reglamento a desarrollar y concretar las determinaciones y documentos de los proyectos de interés regional. La construcción de viviendas sujetas a algún tipo de protección pública sí es objeto de estos proyectos. Sin embargo, los complejos turísticos previstos en el decreto impugnado no pueden englobarse en la misma, porque sólo potencialmente pueden tener viviendas de esa naturaleza y, aun así, en un pequeño porcentaje. En realidad la finalidad del decreto es el fomento del turismo y garantizar el bienestar de las personas mayores y eses específico cometido que se le quiere dar a estos proyectos de interés regional excede de la regulación que se hace por la Ley, vulnerando así la normativa urbanística. Por esta razón declara que el decreto es nulo de pleno derecho.

· Sentencia de 4 de junio de 2009 del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Sevilla. Recurso contencioso administrativo nº 941/2006, interpuesto por la Comunidad de Propietarios Diego de Riaño nº. 9 de la ciudad de Sevilla contra la resolución de la Consejería de Obras Públicas y Transportes de la Junta de Andalucía, de 28 de julio de 2006, por la que se dispone la publicación de la resolución de 19 de julio de 2006, que aprobó definitivamente la Revisión del Plan General de Ordenación Urbanística de Sevilla, en lo referente al proyecto de construcción de la nueva Biblioteca Central Universitaria en parte de los terrenos actualmente ocupados por el Parque del Prado de San Sebastián.

La sentencia analiza la calificación urbanística de la parcela en el Plan General de Ordenación Urbana de Sevilla de 1987 y en el Plan Especial que éste previó para su desarrollo. También alude a los criterios propuestos en el Avance del nuevo Plan General para el Prado de San Sebastián y las diversas propuestas que surgen a lo largo de la tramitación del Plan General para el emplazamiento de la nueva biblioteca de la Universidad de Sevilla.

La sentencia invoca el principio de desarrollo sostenible como “el fin último a conseguir en la nueva perspectiva ambiental que desde el derecho comunitario se otorga al suelo en su vertiente urbanística y territorial. En la estrategia europea de desarrollo sostenible, que propugna la compatibilidad entre el crecimiento económico, la protección del medio ambiente y la calidad de vida, se vincula el principio de integración, entendido como la incorporación del componente ambiental a todas las políticas y acciones con incidencia sobre el medio, con el fin de mejorar la política de protección medioambiental comunitaria”, principio de sostenibilidad que luego se relaciona en diversos apartados de la Memoria de Ordenación de la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Sevilla.

En los fundamentos séptimo y octavo de la sentencia se evalúa la doctrina legal y jurisprudencial relativa a los límites de la potestad administrativa de modificación del planeamiento, para luego analizar si la calificación de equipamiento de uso educativo es o no contraria a las exigencias de medio ambiente.

El fundamento decimotercero, remitiéndose a la STS de 24 de marzo de 2009, manifiesta que “la calificación de equipamiento de uso educativo no puede justificarse en el ius variandi por las exigencias legales de los preceptos analizados que protegen intereses públicos, los cuales han sido vulnerados por la calificación como se acaba de expresar, sin que por otra parte los intereses educativos sufran merma en su consideración y planificación, pues la Administración reconoce la existencia de lugares alternativos para la ubicación y edificación de la biblioteca, con lo cual los intereses que representa la Universidad en modo alguno se perjudicarían. Mas allende la calificación discrecional no resiste el control judicial que en esta sentencia se debe hacer, respecto de la verificación de la realidad de los hechos y la coherencia lógica de la opción elegida, con arreglo a la doctrina expuesta en el fundamento jurídico octavo. La decisión atenta contra la ordenación estructural de la ciudad, contra un sistema general y contra un parque, que como se ha dicho con anterioridad, como determinaciones fueron racionales y coherentes con el desarrollo urbanístico, de ahí que no deban sufrir variación. Por tanto, la realidad de los hechos demuestra que se ha procedido a la limitación de un parque que como tal no puede ser objeto de limitación, disminución, cercenación, debilitamiento, empequeñecimiento, pues entra dentro del concepto de sistema general que supuso una reserva básica de terrenos para destino dotacional público. Las reservas que establecen los sistemas generales son básicas y los conceptos de parques, jardines y espacios libres son mínimos en cuanto a las reservas, de lo que se deduce claramente que la calificación elegida que supone la sustracción de terrenos reservados por el sistema general al parque, no tiene coherencia, racionalidad ni lógica alguna en sí misma ni con los hechos determinantes que ha de reiterarse suponen la disminución de un parque integrado en un sistema general coherente y racional con el desarrollo urbanístico de la ciudad, por lo que la calificación no se justifica con la realidad de los hechos”. 

Concluye que la calificación de equipamiento de uso educativo no favorece los intereses generales de la ciudad que supone el parque público, antes al contrario los debilita en un claro retroceso para favorecer intereses educativos universitarios que no pueden primar sobre los generales, máxime cuando los intereses educativos que representa la construcción de la biblioteca de la Universidad pueden perfectamente satisfacerse con otras opciones discrecionales reconocidas por la Administración, lo que supone la arbitrariedad de la calificación elegida.

A todo esto, añade el fundamento decimocuarto que “… la limitación, segregación y reducción de un parque público supone desde el prisma óptico medio ambiental, del que no puede separarse en base al principio de integración, el desarrollo sostenible de la actividad planificadora, la segregación, limitación y reducción de una zona verde. Si con anterioridad se ha afirmado la irracionalidad de la calificación de la revisión del plan, por vulnerar los preceptos urbanísticos y no superar el control de los hechos determinantes, a ello debe añadirse, que la limitación del parque como zona verde, supone añadir un plus de irracionalidad e incoherencia a la revisión impugnada. El desarrollo sostenible y el principio de integración en materia urbanística exigen que la opción urbanística elegida, ha de ser la más coherente y racional, con los indicados principios que rigen la materia urbanística y medioambiental, y en el supuesto presente ha de reiterarse que al existir diferentes opciones de ubicación de la edificación, la opción elegida queda lejos de ser la más coherente y racional en el espacio urbanístico y en el medio ambiental”.

Ciertamente el TSJA acepta que el principio de sostenibilidad se interprete en la posibilidad de concebir sostenibilidades locales en un marco de insostenibilidad general, sin que esto justifique la cercenación de un parque público y de una zona verde, que en sí mismos conceptual, medioambiental y urbanísticamente son sostenibles, por lo que a sensu contrario su segregación parcial no lo puede ser y ello con independencia de que el proyecto arquitectónico del edificio supere los índices y niveles de sostenibilidad como tal edificación, pues la indicada sostenibilidad del proyecto arquitectónico no puede suplir la carencia de justificación sostenible de la calificación que supone la limitación de un espacio libre, un parque y una zona verde. 

La calificación de equipamiento de uso educativo, no puede entenderse que suponga una correcta y racional estrategia de desarrollo sostenible, pues no se puede afirmar que tendiese a la búsqueda de factores de equilibrio entre naturaleza y ciudad, antes al contrario la eliminación de una parte del parque determinaría un desequilibrio de los conceptos perseguidos por la Memoria. No puede encontrar amparo la calificación de equipamiento de uso educativo, en el tratamiento que contempla la Memoria de Ordenación de los espacios libres, a los que considera de necesaria integración en la estructura urbana, basada en una concepción jerárquica de los espacios libres, desde los espacios con valores ambientales relevantes, hasta el jardín de barrio e incluso el patio y el jardín privado, pasando por los parques metropolitanos y los parques urbanos. Indica la Memoria que debe conseguirse una sucesión, en definitiva de espacios libres con carácter y dedicación al ocio, al esparcimiento o al fomento de espacios naturales, lo cual no se consigue con la nueva calificación, pues precisamente la actuación no fomenta la integración y sucesión de los espacios libres, pues lo que hace es limitar uno de los más significativos.

Basándose en estos argumentos, la sentencia estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra la referida resolución, al ser contraria al Orden jurídico, la anula respecto de las determinaciones relativas a la calificación del frente oriental del Parque o Jardines del Prado de San Sebastián (calle Diego de Riaño) como equipamiento de uso educativo. Anula también, y esto es lo más significativo, la determinación de la construcción de la nueva Biblioteca Central de la Universidad de Sevilla en terrenos del referido Parque; así como los actos que se dicten o ejecuten como consecuencia de las referidas determinaciones. 

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

· Informe sobre el impacto de la urbanización extensiva en España en los derechos individuales de los ciudadanos europeos, el medio ambiente y la aplicación del Derecho comunitario, con fundamento en determinadas peticiones recibidas. Ponente Margrete Auken. (2008/2248(INI)). Parlamento europeo.

· Enmiendas presentadas al proyecto de ley de urbanismo de Aragón. BOCA nº 119 de 25 de febrero de 2009.

· Enmiendas presentadas al proyecto de ley de ordenación del territorio de Aragón. BOCA Nº 116 de 20 de febrero de 2009.
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